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EDITORIAL 

 

Durante los últimos días del pasado mes de octubre se publicaron en el Boletin Oficial de 

la Cortes Generales el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2021 

y el Proyecto de Ley de medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, de 

transposición de la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por 

la que se establecen normas contra las prácticas de elución fiscal que indicen 

directamente en el funcionamiento del mercado interior, de modificación de diversas 

normas tributarias y en materia de regulación del juego. Con esta publicación se inició 

el trámite parlamentario de ambos Proyectos de Ley. 

Dedicamos nuestros dos primeros artículos al resumen de las modificaciones en materia 

tributaria, contenidas en ambos Proyectos de Ley. 

Entre las mismas pueden destacarse: 

• Incrementos en los tipos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (2 

puntos porcentuales en la escala general, para bases superiores a 300.000 euros, 

y de 3 puntos porcentuales en la escala del ahorro, para bases superiores a 

200.000 euros). 

• En el Impuesto sobre Sociedades se modifica la exención sobre dividendos y sobre 

las rentas generadas en las transmisiones de participaciones que, de ser plena, 

pasa a ser del 95 por 100. 

• Sustitución del “valor real” por el “valor” de los bienes y derechos cuando se trata 

de cuantificar la base imponible de varios impuestos, equipaerando este último, 

en general, al “valor de mercado” e introduciendo el concepto de “valor de 

referencia” que se utilizará en varios tributos como valor de los inmuebles. 

• Se disminuye a 1.000 euros el importe máximo que podrá pagarse en efectivo en 

las operaciones en las que alguna de las partes intervinientes actúe en calidad de 

empresario o profesional. 

En el ámbito legal-mercantil incluimos nuestro artículo dedicado a resumir la normativa 

y resoluciones relevantes publicadas durante el mes de octubre. 

Finalmente, dedicamos la reseña de interés al análisis de las operaciones de venta de 

unidades productivas en sede concursal previa declaración en concurso de acreedores 

de la empresa vendedora. 
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I. RESUMEN DEL PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA 

2021 

1. Introducción 

El pasado 28 de octubre de 2020 entró en el Congreso de los Diputados el Proyecto de Ley de 

Presupuestos para 2021. Resumimos los cambios más importantes recogidos en materia tributaria. 

En cuanto al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se aumenta en dos puntos porcentuales 

la escala general para bases superiores a 300.000€ y, asimismo, se aumenta el tipo en tres puntos a 

la base del ahorro a partir de 200.000€. Se reduce el límite general aplicable en la base imponible de 

las aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social, si bien se prevé que el nuevo límite 

pueda incrementarse para las contribuciones empresariales. Por último, se prorrogan para el período 

impositivo 2021 los límites cuantitativos que delimitan el ámbito de aplicación del método de 

estimación objetiva. 

Respecto al Impuesto sobre Sociedades se modifica la exención y la deducción para evitar la doble 

imposición sobre dividendos o sobre las rentas generadas en las transmisiones de participaciones que, 

de ser plena, pasa a ser del 95 por 100. No obstante, se regula un régimen transitorio, durante tres 

años, para que las entidades cuyo importe neto de la cifra de negocios sea inferior a 40.000.000€ 

puedan aplicar la exención y la deducción plena, siempre que las rentas procedan de una filial 

constituida con posterioridad al 1 de enero de 2021. 

Además, deja de aplicarse tanto la exención como la deducción cuando, teniendo un porcentaje inferior 

al 5 por 100, el precio de adquisición es superior a 20.000.000€. En este supuesto se regula un régimen 

transitorio por un periodo de 5 años. 

En el Impuesto sobre el Patrimonio se eleva el tipo de último tramo y se establece la vigencia de 

manera indefinida del Impuesto, así ya no habrá que prorrogarlo año tras año mediante ley. 

En cuanto el Impuesto sobre el Valor Añadido, por un lado, se aumenta del 10 al 21 por 100 el tipo 

para las bebidas azucaradas y, por otro lado, se prorrogan para el período impositivo 2021 los límites 

para la aplicación del régimen simplificado y el régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca. 

Respecto a otros impuestos, se sube al 8 por 100 el tipo de gravamen del Impuesto sobre la Primas 

de Seguros que actualmente está en el 6 por 100. Se incrementa la fiscalidad del gasóleo en 38€ por 

cada 1.000 litros, aunque la tributación que recae sobre el gasóleo de uso profesional y el gasóleo 

bonificado no sufre variación alguna. 

2. Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

Escala general del Impuesto (efectos desde la entrada en vigor de la LPGE 2021) 

Se regula la siguiente tarifa: 
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Base 

liquidable 

Cuota 

íntegra 
Resto base liquidable Tipo aplicable 

Hasta € € Hasta € % 

0 0 12.450,00 9,50% 

12.450,00 1.182,75 7.750,00 12,00% 

20.200,00 2.112,75 15.000,00 15,00% 

35.200,00 4.362,75 24.800,00 18,50% 

60.000,00 8.950,75 240.000,00 22,50% 

300.000,00 62.950,75 En adelante 24,50% 

 

La novedad es que se añade un tramo para ingresos superiores a 300.000€ subiendo 2 puntos 

porcentuales el tipo de gravamen. 

Tipos de gravamen del ahorro (efectos desde la entrada en vigor de la LPGE 2021) 

A la base liquidable del ahorro se le aplicarán los tipos que se indican en la siguiente escala. Esta escala 

se regula tanto a efectos de determinar la cuota íntegra estatal como la autonómica: 

 

Base liquidable Cuota íntegra Resto base liquidable Tipo aplicable 

Hasta € € Hasta € % 

0 0 6.000,00 19,00% 

6.000,00 1.140,00 44.000,00 21,00% 

50.000,00 10.380,00 150.000,00 23,00% 

200.000,00 44.880,00 en adelante 26,00% 

 

• La novedad es que se añade un nuevo tramo para gravar estas rentas, cuando superen 200.000€, 

tributando al 26 por 100. 

• Las personas físicas de nacionalidad española que acrediten una nueva residencia en un país o 

territorio considerado como paraíso fiscal, mantienen su condición de contribuyentes del Impuesto 

durante 5 años. Estos contribuyentes, más los nacionales que tienen su residencia habitual en el 

extranjero a causa de su condición de miembros de misiones diplomáticas, oficinas consulares, etc., 

aplicarán la siguiente escala a sus rentas del ahorro: 
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Base 

liquidable 

– 

Hasta euros 

Cuota íntegra 

– 

Euros 

Resto base 

liquidable 

– 

Hasta euros 

Tipo 

aplicable 

– 

Porcentaje 

0,00 0,00 6.000,00 19,00 

6.000,00 1.140,00 44.000,00 21,00 

50.000,00 10.380,00 150.000,00 23,00 

200.000,00 44.880,00 en adelante 26,00 

 

Escala de retenciones e ingresos a cuenta aplicable a los perceptores de rentas del trabajo 

(efectos desde la entrada en vigor de la LPGE 2021) 

Para determinar el porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo 

derivados de relaciones laborales o estatutarias y de pensiones y haberes pasivos se aplicará la 

siguiente escala: 

 

Base 

liquidable 

– 

Hasta euros 

Cuota íntegra 

– 

Euros 

Resto base 

liquidable 

– 

Hasta euros 

Tipo 

aplicable 

– 

Porcentaje 

0,00 0,00 12.450,00 19,00 

12.450,00 2.365,50 7.750,00 24,00 

20.200,00 4.225,50 15.000,00 30,00 

35.200,00 8.725,50 24.800,00 37,00 

60.000,00 17.901,50 240.000,00 45,00 

300.000,00 125.901,50 en adelante 47,00 

 

Como ya hemos indicado, la novedad es que se añade un tramo para ingresos superiores a 300.000€ 

subiendo 2 puntos porcentuales, respectivamente. De esta forma, si las Comunidades Autónomas 

(CCAA) no modifican sus tarifas, en algunas se puede llegar a un marginal máximo del 51,5 por 100 

(ahora 49,5 por 100). 

Escalas aplicables a los trabajadores desplazados a territorio español (efectos desde la 

entrada en vigor de la LPGE 2021) 

Para la determinación de la cuota íntegra, salvo que se trate de rentas del ahorro, se aplicará la siguiente 

escala: 

 



 

 

 

 

  Página 6 de 44    

 

 

 

CIRCULAR INFORMATIVA 

noviembre 2020 

 

Base liquidable 

– 

Hasta euros 

Tipo applicable 

– 

Porcentaje 

Hasta 600.000 euros 24,00 

Desde 600.000,01 euros en adelante 47,00 

 

Se trata de la misma tarifa vigente en la actualidad, pero incrementándose en 2 puntos porcentuales 

para bases liquidables superiores a 600.000€. 

Para la determinación de la cuota íntegra correspondiente a las rentas del ahorro (dividendos y demás 

rendimientos derivados de la participación en los fondos propios de una entidad, intereses y otros 

rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios y ganancias patrimoniales 

derivadas de transmisiones de elementos patrimoniales), se aplicará la siguiente escala: 

 

Base 

liquidable 

– 

Hasta euros 

Cuota íntegra 

– 

Euros 

Resto base 

liquidable 

– 

Hasta euros 

Tipo 

aplicable 

– 

Porcentaje 

0,00 0,00 6.000,00 19,00 

6.000,00 1.140,00 44.000,00 21,00 

50.000,00 10.380,00 150.000,00 23,00 

200.000,00 44.880,00 en adelante 26,00 

 

El porcentaje de retención o ingreso a cuenta sobre rendimientos del trabajo, cuando las retribuciones 

satisfechas durante el año natural superen 600.000€, será el 47 por 100 al exceso sobre dicha cifra 

(antes 45 por 100). 

Límites de reducción en la base imponible de las aportaciones y contribuciones a sistemas 

de previsión social (efectos desde la entrada en vigor de la LPGE 2021) 

• El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que satisfagan primas a favor 

de un mismo contribuyente, incluidas las del propio contribuyente, no podrán exceder de 2.000€ 

anuales (antes 8.000€). 

• Los contribuyentes cuyo cónyuge no obtenga rendimientos netos del trabajo ni de actividades 

económicas, o los obtenga en cuantía inferior a 8.000€ anuales, podrán reducir en la base 

imponible las aportaciones realizadas a los sistemas de previsión social previstos en este artículo 

de los que sea partícipe, mutualista o titular dicho cónyuge, con el límite máximo de 1.000€ (antes 

2.500€ anuales). 
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• Como límite máximo conjunto para las reducciones se aplicará la menor de las cantidades 

siguientes: el 30 por 100 de la suma de los rendimientos netos del trabajo y de actividades 

económicas percibidos individualmente en el ejercicio 2.000€ o (antes 8.000€ anuales). Este límite 

se incrementará en 8.000€, siempre que tal incremento provenga de contribuciones 

empresariales1. Se mantiene, el límite de 5.000€ anuales para las primas a seguros colectivos de 

dependencia satisfechas por la empresa. 

• Se modifica la Disposición adicional decimosexta para adoptar los importes máximos de las 

aportaciones a los sistemas de previsión social a los importes nuevos: 2.000€, en lugar de los 

8.000€ anuales. 

Prórroga de los limites excluyentes del método de estimación objetiva (efectos desde la 

entrada en vigor de la LPGE 2021) 

Para los ejercicios 2016, 2017, 2018, 2019, 2020 y 2021, las magnitudes de 150.000 y 75.000€ 

quedan fijadas en 250.000 y 125.000€, respectivamente. Asimismo, para  dichos ejercicios, la 

magnitud de 150.000€ para las actividades agrícolas, ganaderas y forestales queda fijada en 250.000€. 

3. Impuesto sobre Sociedades 

Limitación en la deducibilidad de gastos financieros 

A partir de 2021, a los efectos de determinar el beneficio operativo, solo se adicionarán los ingresos 

financieros de participaciones que se correspondan con dividendos o participaciones en beneficios de 

entidades en las que el porcentaje de participación, directo o indirecto, sea al menos el 5 por ciento. 

La novedad es que ya no se adicionarán al beneficio operativo los ingresos financieros de 

participaciones que se correspondan con dividendos cuando el valor de adquisición de la participación 

sea superior a 20.000.000€, y el porcentaje de participación inferior al 5 por 100. 

Exención sobre dividendos y rentas derivadas de la transmisión de valores representativos 

de los fondos propios de entidades residentes y no residentes en territorio español 

• Solo quedarán exentos los dividendos y las rentas derivadas de la transmisión de valores cuando 

el porcentaje de participación en el capital o en los fondos propios de la entidad sea, al menos, 

del 5 por 100. La novedad es que la exención ya no se aplicará cuando el valor de adquisición de 

la participación sea superior a  20.000.000€ y la participación inferior al 5 por 100. 

• No obstante, las participaciones adquiridas en los períodos impositivos iniciados con anterioridad 

al 1 de enero de 2021, que tuvieran un valor de adquisición superior a 20.000.000€, sin alcanzar 

el porcentaje del 5 por 100 en el capital de la entidad, aplicarán el régimen fiscal que proceda, 

siempre que cumplan el resto de los requisitos previstos en ellos durante los períodos impositivos 

que se inicien dentro de los años 2021, 2022, 2023, 2024 y 2025. 

• Respecto a la no deducción de las rentas negativas derivadas de la transmisión de la participación 

en una entidad, solo se aplicará cuando el porcentaje de participación en el capital de los fondos 

propios de la entidad sea, al menos, del 5 por 100, pero no si el precio de adquisición de la 

participación es superior a 20.000.000€. 

 

1  Las aportaciones propias que el empresario individual realice a planes de pensiones de empleo o a mutualidades 
de previsión social, de los que, a su vez, sea promotor y partícipe o mutualista, así como las que realice a planes 

de previsión social empresarial o seguros colectivos de dependencia de los que, a su vez, sea tomador y 
asegurado, se considerarán como contribuciones empresariales, a efectos del cómputo de este límite. 
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• Se limita al 95 por 100 la exención de los dividendos y de las plusvalías obtenidas por la venta de 

participaciones. Se considera que, a efectos de la exención, un 5 por 100 corresponde a gastos de 

gestión referidos a dichas participaciones. 

La reducción anterior no será de aplicación cuando concurran las siguientes circunstancias: 

o Los dividendos o participaciones en beneficios sean percibidos por una entidad cuyo importe 

neto de la cifra de negocios habida en el período impositivo inmediato anterior sea inferior a 

40.000.000€. 

o Los dividendos o participaciones en beneficios que procedan de una entidad constituida con 

posterioridad al 1 de enero de 2021 en la que se ostente, de forma directa y desde su 

constitución, la totalidad del capital o los fondos propios. 

o Los dividendos o participaciones en beneficios se perciban en los períodos impositivos que 

concluyan en los 3 años inmediatos y sucesivos al año de constitución de la entidad que los 

distribuya. 

o La entidad deberá cumplir los siguientes requisitos: 

- No ser entidad patrimonial. 

- No formar parte, con carácter previo a la constitución de la entidad con posterioridad al 1 

de enero de 2021, de un grupo de sociedades en el sentido del artículo 42 del Código de 

Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas 

anuales consolidadas. 

- No tener, con carácter previo a la constitución de la entidad con posterioridad al 1 de 

enero de 2021, un porcentaje de participación, directa o indirecta, en el capital o en los 

fondos propios de otra entidad igual o superior al 5 por 100. 

Deducción para evitar la doble imposición económica internacional: dividendos y 

participaciones en beneficios 

• Igual que sucede con la exención, solo se tendrá derecho a la deducción de los dividendos o 

participaciones en beneficios pagados por una entidad no residente en territorio español, cuando 

la participación en el capital de la entidad no residente sea, al menos, del 5 por 100. Por tanto, se 

deja de aplicar la deducción cuando el valor de adquisición de la participación sea superior a 

20.000.000€ y la participación es inferior al 5 por 100. 

• Esta deducción, conjuntamente con la deducción para evitar la doble imposición jurídica no podrá 

exceder de la cuota íntegra que correspondería pagar en España por estas rentas si se hubieran 

obtenido en territorio español. Para calcular dicha cuota los dividendos o participaciones en los 

beneficios se reducirán en un 5 por 100 en concepto de gastos de gestión referidos a dichas 

participaciones. 

Eliminaciones de los grupos de consolidación 

No serán objeto de eliminación los importes que deban integrarse en las bases imponibles individuales 

respecto de los dividendos o participaciones en beneficios de entidades y el importe de la renta positiva 

obtenida en la transmisión de la participación en una entidad a los que resulte de aplicación la exención. 

No obstante, la exención se reducirá en un 5 por 100 en concepto de gastos de gestión referidos a 

dichas participaciones. 
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Transparencia fiscal internacional 

• El importe de los dividendos o los beneficios de las participaciones que no se integra en la base 

imponible se reducirá en un 5 por 100 en concepto de gastos de gestión referidos a dichas 

participaciones. La reducción anterior no será de aplicación cuando concurran las siguientes 

circunstancias: 

o Los dividendos o participaciones en beneficios sean percibidos por una entidad cuyo importe 

neto de la cifra de negocios habida en el período impositivo inmediato anterior sea inferior a 

40.000.000€. 

o Los dividendos o participaciones en beneficios procedan de una entidad constituida con 

posterioridad al 1 de enero de 2021 en la que se ostente, de forma directa y desde su 

constitución, la totalidad del capital o los fondos propios. 

o Los dividendos o participaciones en beneficios se perciban en los períodos impositivos que 

concluyan en los 3 años inmediatos y sucesivos al año de constitución de la entidad que los 

distribuya. 

o La entidad deberá cumplir los siguientes requisitos: 

- No ser entidad patrimonial. 

- No formar parte, con carácter previo a la constitución de la entidad con posterioridad al 1 

de enero de 2021, de un grupo de sociedades en el sentido del artículo 42 del Código de 

Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas 

anuales consolidadas. 

- No tener, con carácter previo a la constitución de la entidad con posterioridad al 1 de 

enero de 2021, un porcentaje de participación, directa o indirecta, en el capital o en los 

fondos propios de otra entidad igual o superior al 5 por 100. 

• Para calcular la renta derivada de la transmisión de la participación, el valor de adquisición se 

incrementará en el importe de los beneficios sociales que, sin efectiva distribución, se 

correspondan con rentas que hubiesen sido imputadas a los socios como rentas de sus acciones o 

participaciones en el período de tiempo comprendido entre su adquisición y transmisión. El importe 

de los beneficios sociales se reducirá en un 5 por 100 en concepto de gastos de gestión referidos 

a dichas participaciones. 

4. Impuesto sobre la Renta de No Residentes 

Exenciones 

• Se adecua la exención por intereses y demás rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de 

capitales propios, así como las ganancias patrimoniales derivadas de bienes muebles obtenidos sin 

mediación de establecimiento permanente, a lo establecido en el Acuerdo sobre el Espacio 

Económico Europeo, de manera que los Estados que formen parte en dicho Acuerdo puedan 

acogerse a la exención de igual modo que los Estados miembros de la Unión Europea. 

• En relación de la exención, por los beneficios distribuidos por las sociedades filiales residentes en 

territorio español a sus sociedades matrices residentes en otros Estados miembros de la Unión 

Europea o a los establecimientos permanentes de estas últimas situados en otros Estados 

miembros, se aplicará solo cuando la participación sea, al menos, del 5 por 100 (antes también 
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cuando el precio de adquisición superaba los 20.000.000€ y la participación era inferior al 5 por 

100). No obstante, la exención será de aplicación durante los años 2021, 2022, 2023, 2024 y 2025 

a las participaciones adquiridas antes del 1 de enero de 2021 cuyo valor de adquisición sea superior 

a 20.000.000€. 

5. Impuesto sobre el Patrimonio 

Escala de gravamen 

Se modifica la escala de gravamen 

 

Base 

liquidable 
Cuota 

Resto Base 

liquidable 

Tipo 

aplicable 

Hasta euros Euros Hasta euros % 

0,00 0,00 167.129,45 0,2 

167.129,45 334,26 167.123,43 0,3 

334.252,88 835,63 334.246,87 0,5 

668.499,75 2.506,86 668.499,76 0,9 

1.336.999,51 8.523,36 1.336.999,50 1,3 

2.673.999,01 25.904,35 2.673.999,02 1,7 

5.347.998,03 71.362,33 5.347.998,03 2,1 

10.695.996,06 183.670,29 en adelante 3,5 

 

La diferencia con la tarifa estatal vigente es que se ha incrementado un punto porcentual el gravamen 

al último tramo. Sin embargo, como todas las CCAA han establecido su propia tarifa, esta modificación 

no tendrá efectos prácticos inmediatos. 

Mantenimiento con carácter indefinido de su gravamen, 

Se restablece el Impuesto sobre el Patrimonio con vigencia indefinida. 

6. Impuesto sobre el Valor Añadido 

Lugar de realización de determinadas prestaciones de servicios 

Hasta ahora la cláusula de cierre de la utilización o explotación efectiva se aplica a ciertos servicios 

cuando, conforme a las reglas de localización, no se entendían realizados en la Comunidad, pero su 

utilización o explotación efectivas se realizan en dicho territorio. La novedad es que tampoco se aplicará 

esta cláusula de cierre cuando dichos servicios no se entiendan realizados en Canarias, Ceuta y Melilla. 

Tipo de gravamen reducido del 20 por 100 

Pasa a tributar al tipo general las bebidas que contengan edulcorantes añadido, naturales y derivados. 

y/o aditivos edulcorantes, excepto las leches infantiles y las bebidas consideradas como complementos 

alimenticios para necesidades dietéticas especiales. 
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Prórroga de los limites excluyentes del método el régimen simplificado y del régimen 

especial de la agricultura, ganadería y pesca (efectos desde la entrada en vigor de la LPGE 

2021) 

Para los ejercicios 2016, 2017, 2018, 2019, 2020 y 2021, las magnitudes de 150.000€ quedan fijadas 

en 250.000€. 

7. Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 

Se actualiza en un 2 por 100 la escala por transmisiones y rehabilitaciones de grandezas y títulos 

nobiliarios 

 

 

ESCALA 

Transmisiones 

directas € 

Transmisiones 

transversales € 

Rehabilitaciones y 

reconocimiento de 

títulos extranjeros € 

1º Por cada título con 

grandeza 
2.837 7.110 17.047 

2º Por cada grandeza sin 

título 
2.028 5.083 12.171 

3º Por cada título sin 

grandeza 
809 2.028 4.879 

 

8. Impuestos Especiales 

Impuesto sobre Hidrocarburos 

• Se modifican los siguientes importes de los tipos impositivos: 

o Gasóleos para uso general: 345€ por 1.000 litros de tipo general y 72€ por 1.000 litros de 

tipo especial. 

o Biodiesel para uso como carburante: 345€ por 1.000 litros de tipo general y 72€ por 1.000 

litros de tipo especial. 

• Devoluciones: el tipo de la devolución, expresado en € por 1.000 litros, será el resultado de sumar 

el importe positivo resultante de restar la cantidad de 306€ del tipo general y el importe positivo 

resultante de restar la cantidad de 24€ del tipo especial. 

Impuesto sobre la electricidad 

• Se añaden dos nuevas exenciones: 

o La electricidad consumida en las embarcaciones por haber sido generada a bordo de las 

mismas. 

o La energía eléctrica suministrada que sea objeto de compensación con la energía horaria 

excedentaria, en la modalidad de autoconsumo con excedentes acogida a compensación, 

conforme a lo establecido en el Real Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan 

las condiciones administrativas, técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica. 
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• La base liquidable será el resultado de practicar, en su caso, sobre la base imponible una reducción 

del 100 por 100 que será aplicable, siempre que se cumplan los requisitos y condiciones que 

reglamentariamente se establezcan, sobre la cantidad de energía eléctrica suministrada o 

consumida en el transporte por ferrocarril. 

• Tipo impositivo: la cuantía mínima de 0,5€ por megavatio-hora (MWh) también se aplicará al 

transporte de ferrocarril. 

9. Impuesto sobre las Primas de Seguros 

Se fija un tipo del 8 por 100 (antes 6 por 100) 

10. Impuesto sobre Actividades Económicas 

• Se modifica el título de la Agrupación 15 de la Sección Primera de las Tarifas, que queda redactado 

de la siguiente forma: “Agrupación 15. Producción, transporte, distribución y comercialización de 

energía eléctrica, gas, vapor y agua caliente.” 

• Se modifica el título del grupo 151, de la Agrupación 15, de la Sección Primera de las Tarifas, que 

queda redactado de la siguiente forma “Grupo 151. Producción, transporte, distribución y 

comercialización de energía eléctrica.” 

• Se añade un epígrafe 151.6, nuevo, dentro del grupo 151 de la Agrupación 15, de la Sección 

Primera de las Tarifas, con la siguiente redacción: “Epígrafe 151.6. Comercialización de energía 

eléctrica. 

• Se añade un epígrafe 661.9, nuevo, en el grupo 661, de la Sección Primera de las Tarifas, que 

queda redactado con la siguiente redacción: “Epígrafe 661.9. Otro comercio mixto o integrado en 

grandes superficies, entendiendo por tal el realizado de forma especializada en establecimientos 

con una superficie útil para la exposición y venta al público igual o superior a los 2.500 m² de 

productos tales como los relacionados con el bricolaje y el equipamiento del hogar, mobiliario para 

el hogar y la oficina, artículos electrónicos y electrodomésticos, artículos para el automóvil, 

artículos para el deporte u otros. 

• Se añade un nuevo epígrafe 664.2, en el grupo 664, de la Sección Primera de las Tarifas, con la 

siguiente redacción: “Epígrafe 664.2. Puntos de recarga de vehículos eléctricos. 

11. Otras disposiciones con incidencia tributaria 

• Interés legal del dinero: se fijará para 2021 en el 3% (misma cuantía que en los años anteriores). 

• Interés de demora: se fijará para 2019 en el 3,75% (misma cuantía que en años anteriores). 

• Indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM): se establecerá para 2021 un IPREM anual 

de 6.778,8016€ (antes 6.583,16€). En los supuestos en los que la referencia al salario mínimo 

interprofesional haya sido sustituida por la referencia al IPREM, la cuantía anual de éste será de 

7.908,60€ (antes 7.680,36€) cuando las correspondientes normas se refieran al salario mínimo 

interprofesional en cómputo anual. No obstante, si expresamente se excluyen las pagas 

extraordinarias, la cuantía será de 6.778,80€ (antes 6.583,16€). 
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12. Actividades prioritarias de mecenazgo y acontecimientos de excepcional interés público 

Actividades prioritarias de mecenazgo 

A los efectos de las deducciones incrementadas en el Impuesto sobre la Renta y Sociedades (5 puntos 

porcentuales más) establecidas en la Ley 49/2002, tendrán esta consideración las siguientes: 

• Las llevadas a cabo por el Instituto Cervantes para la promoción y difusión de la lengua española 

y de la cultura mediante redes telemáticas, nuevas tecnologías y otros medios. 

• Las llevadas a cabo por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo para 

la lucha contra la pobreza y la consecución de un desarrollo humano sostenible en los países en 

desarrollo. 

• Las llevadas a cabo por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo para 

la promoción y el desarrollo de las relaciones culturales y científicas con otros países, así como 

para la promoción de la cultura española en el exterior. 

• Las de promoción educativa en el exterior recogidas en el Real Decreto 1027/1993, de 25 de junio, 

por el que se regula la acción educativa en el exterior. 

• Las llevadas a cabo por el Museo Nacional del Prado para la consecución de sus fines establecidos 

en la Ley 46/2003, de 25 de noviembre, reguladora del Museo Nacional del Prado y en el Real 

Decreto 433/2004, de 12 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto del Museo Nacional del 

Prado. 

• Las llevadas a cabo por el Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofia en cumplimiento de los fines 

establecidos por la Ley 34/2011, de 4 de octubre, reguladora del Museo Nacional Centro de Arte 

Reina Sofía y por el Real Decreto 188/2013, de 15 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto del 

Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía. 

• Las llevadas a cabo por la Biblioteca Nacional de España en cumplimiento de los fines y funciones 

de carácter cultural y de investigación científica establecidos por la Ley 1/2015, de 24 de marzo, 

reguladora de la Biblioteca Nacional de España y por el Real Decreto 640/2016, de 9 de diciembre, 

por el que se aprueba el Estatuto de la Biblioteca Nacional de España. 

• Las llevadas a cabo por la Fundación Deporte Joven en colaboración con el Consejo Superior de 

Deportes en el marco del proyecto “España Compite: en la Empresa como en el Deporte” con la 

finalidad de contribuir al impulso y proyección de las PYMES españolas en el ámbito interno e 

internacional, la potenciación del deporte y la promoción del empresario como motor de 

crecimiento asociado a los valores del deporte. 

• La conservación, restauración o rehabilitación de los bienes del Patrimonio Histórico Español que 

se relacionan en el anexo XIII de esta ley. 

• Las de fomento, promoción y difusión de las artes escénicas y musicales llevadas a cabo por las 

Administraciones públicas o con el apoyo de éstas. 

• Las llevadas a cabo por el Instituto de la Cinematografía y las Artes Audiovisuales para el fomento, 

promoción, difusión y exhibición de la actividad cinematográfica y audiovisual, así como todas 

aquellas medidas orientadas a la recuperación, restauración, conservación y difusión del 

patrimonio cinematográfico y audiovisual, todo ello en un contexto de defensa y promoción de la 

identidad y la diversidad culturales. 
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• La investigación, desarrollo e innovación en las infraestructuras que forman parte del Mapa 

nacional de Infraestructuras Científicas y Técnicas Singulares (ICTS) en vigor y que, a este efecto, 

se relacionan en el anexo XIV de esta Ley. 

• La investigación, el desarrollo y la innovación orientados a resolver los retos de la sociedad 

identificados en la Estrategia Española de Ciencia y Tecnología y de Innovación vigente y 

financiados o realizados por las entidades que, a estos efectos, se reconozcan por el Ministerio de 

Hacienda, a propuesta del Ministerio de Ciencia e Innovación. 

• El fomento de la difusión, divulgación y comunicación de la cultura científica y de la innovación 

llevadas a cabo por la Fundación Española para la Ciencia y la Tecnología. 

• Las llevadas a cabo por la Agencia Estatal de Investigación para el fomento y financiación de las 

actuaciones que derivan de las políticas de I+D de la Administración General del Estado. 

• La I+D+I en Biomedicina y Ciencias de la Salud de la Acción Estratégica en Salud llevadas a cabo 

por el CÍBER y CIBERNED. 

• Los programas de formación y promoción del voluntariado que hayan sido objeto de subvención 

por parte de las Administraciones públicas. 

• Las llevadas a cabo por la Fundación ONCE del Perro Guía en el marco del Proyecto 2021-2022 

“Avances para la movilidad de las personas ciegas asistidas por perros guía”. 

• Las llevadas a cabo por la Fundación ONCE en el marco del Programa de Becas “Oportunidad al 

Talento”, así como las actividades culturales desarrolladas por esta entidad en el marco de la Bienal 

de Arte Contemporáneo, el Espacio Cultural “Cambio de Sentido” y la Exposición itinerante “El 

Mundo Fluye”. 

• Las llevadas a cabo por la ONCE en el marco de la organización del “World Blindness Summit 

Madrid 2021” que se celebrará los días 21 al 26 de mayo del 2021. 

• Los programas dirigidos a la erradicación de la violencia de género que hayan sido objeto de 

subvención por parte de las Administraciones Públicas o se realicen en colaboración con éstas. 

• Las llevadas a cabo por el Fondo de Becas Soledad Cazorla para Huérfanos de la violencia de 

género “Fundación Mujeres” 

• Los programas dirigidos a la erradicación de la discriminación por razón de género y la consecución 

de las condiciones que posibiliten la igualdad real y efectiva entre ambos sexos, así como el 

fomento de la participación de la mujer en todos los ámbitos de la vida política, económica, cultural 

y social, que hayan sido objeto de subvención por parte de las Administraciones Públicas o se 

realicen en colaboración con éstas. 

Acontecimientos de excepcional interés publico 

Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta-en estimación directa- y los del Impuesto sobre 

Sociedades podrán deducir de la cuota íntegra el 15 por 100 de los gastos que, en cumplimiento de 

los planes y programas de actividades establecidos por el consorcio o por el órgano administrativo 

correspondiente, realicen en la propaganda y publicidad de proyección plurianual que sirvan 

directamente para la promoción del respectivo acontecimiento. Se regulan los siguientes. 

• La celebración de los “Bicentenarios de la independencia de las Repúblicas Iberoamericanas”. La 

duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde la fecha de entrada en 

vigor de esta ley hasta el 31 de diciembre de 2023. 
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• La celebración del “150 Aniversario de creación de la Academia de España en Roma”. La duración 

del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde la fecha de entrada en vigor de esta 

ley hasta el 31 de diciembre de 2023. 

• La celebración del "125 aniversario de la Asociación de Prensa de Madrid". La duración del 

programa de apoyo abarcará desde la fecha de entrada en vigor de esta ley hasta el 31 de 

diciembre de 2021.” 

• La celebración del Summit “MADBLUE”. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento 

abarcará desde la fecha de entrada en vigor de esta ley hasta el 31 de diciembre de 2023. 

• La celebración del “30 Aniversario de la Escuela Superior de Música Reina Sofía”. La duración del 

programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde la entrada en vigor de esta ley hasta el 

31 de agosto de 2023. 

• La celebración del “Año Santo Guadalupense 2021”. La duración del programa de apoyo a este 

acontecimiento abarcará desde la entrada en vigor de esta Ley hasta el 31 de diciembre de 2022. 

• La celebración del “Andalucía Valderrama Masters 2022/2024”. La duración del programa de apoyo 

a este acontecimiento abarcará desde el 1 de enero de 2022 hasta el 31 de diciembre de 2024. 

• El “Torneo Davis Cup Madrid”. La duración del programa de apoyo será desde la fecha de entrada 

en vigor de esta ley hasta el 31 de diciembre de 2021. 

• El acontecimiento “MADRID HORSE WEEK 21/23”. La duración del programa de apoyo a este 

acontecimiento abarcará desde la fecha de entrada en vigor de esta ley hasta el 31 de diciembre 

de 2023. 

• “Centenario del Rugby en España y de la Unió Esportiva Santboiana”. La duración del programa de 

apoyo a este acontecimiento abarcará desde la fecha de entrada en vigor de esta ley hasta el 31 

de diciembre de 2023. 

• El “Solheim Cup 2023”. La duración del programa de apoyo será desde la fecha de entrada en 

vigor de esta ley hasta el 31 de diciembre de 2023. 

• La celebración del “IX Centenario de la Reconquista de Sigüenza”. La duración del programa de 

apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de julio de 2021 al 30 de junio del 2024. 

• El Programa “Barcelona Mobile World Capital”. La duración del programa de apoyo será desde la 

entrada en vigor de esta ley hasta el 31 de diciembre de 2023. 

• La celebración de “Valencia, Capital Mundial del Diseño 2022/Valencia World Design Capital 2022”. 

La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde la entrada en vigor de 

esta ley hasta el 31 de agosto de 2023. 

• El Programa “Cincuenta Aniversario de la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED)”. 

La duración del programa de apoyo será desde la fecha de entrada en vigor de esta ley hasta el 

31 de diciembre de 2022. 
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II. RESUMEN DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA EL 

FRAUDE FISCAL, DE TRANSPOSICIÓN DE LA DIRECTIVA (UE) 2016/1164 POR LA QUE SE 

ESTABLECEN NORMAS CONTRA LAS PRÁCTICAS DE ELUSIÓN FISCAL, DE MODIFICACIÓN 

DE DIVERSAS NORMAS TRIBUTARIAS Y EN MATERIA DE REGULACIÓN DEL JUEGO 

Esta Ley tiene por objeto introducir distintas modificaciones, principalmente en materia tributaria, con 

una doble vertiente. 

Por un lado, incorpora al ordenamiento jurídico interno parte del Derecho de la Unión Europea pendiente 

de transposición, referente a las prácticas de elusión fiscal. 

Por otro lado, se introducen cambios con la finalidad de incrementar la prevención y lucha contra el fraude, 

así como para aclarar algunas cuestiones que provocaban discrepancias entre la doctrina, reforzando 

así la seguridad jurídica. En este sentido, merece mención expresa la sustitución del “valor real” por el 

“valor” de los bienes y derechos cuando se trata de cuantificar la base imponible de varios impuestos, 

equiparando este último, en general, al “valor de mercado” e introduciendo el concepto de “valor de 

referencia” que se utilizará en varios tributos como valor de los inmuebles. 

Salvo excepciones que se indicarán, la entrada en vigor de la norma se producirá al día siguiente de su 

publicación. 

1. Impuesto sobre Sociedades 

Cambio de residencia fuera del territorio español -exit tax- (art. 19 LIS) (efectos para 

períodos iniciados en 2020 que no hayan concluido a la entrada en vigor de la norma) 

Como sabemos, cuando una entidad traslada su residencia fuera del territorio español debe integrar en 

su base imponible la diferencia entre el valor de mercado y el fiscal de los elementos patrimoniales. Las 

novedades que se introducen son: 

• Cuando el contribuyente transfiera dichos elementos a un Estado miembro de la UE o del EEE podrá 

optar por fraccionar el pago de la deuda tributaria por quintas partes iguales (hasta ahora se podía 

solicitar el aplazamiento del pago de la plusvalía tácita hasta que se producía la transmisión de los 

elementos patrimoniales). Este fraccionamiento devengará intereses de demora pero no se exigirán 

garantías para su concesión, excepto que los órganos de recaudación aprecien –en los 6 meses 

siguientes al final del período voluntario de autoliquidación- indicios de que podría no cobrarse la 

deuda. En ese caso, si no se prestan las garantías adecuadas, o no se ingresara la totalidad de la 

deuda, se iniciará el período ejecutivo. 

• Se establecen supuestos en los que el fraccionamiento pierde su vigencia: cuando los elementos 

afectados sean objeto de transmisión a terceros; cuando se trasladen con posterioridad a un tercer 

Estado fuera de la UE o del EEE; cuando el contribuyente traslade su residencia fiscal a un Estado 

fuera de la UE o del EEE; si se encuentra en liquidación o concurso; o si no efectúa el ingreso del 

fraccionamiento en plazo. 

• Cuando el traslado de los elementos patrimoniales sea objeto de gravamen a la salida en un Estado 

miembro de la UE, el valor determinado por dicho Estado a la salida tendrá la consideración de valor 

fiscal en España, salvo que no refleje el valor de mercado. 

• Sin embargo, no se modifica la posibilidad de aplazamiento de las rentas derivadas de una operación 

de reestructuración acogida al régimen especial (art. 77 LIS), en caso de transferencia de bienes y 

derechos a países de la UE o del EEE. 
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• No se integrará en la base imponible la diferencia entre el valor de mercado y el valor fiscal de los 

elementos patrimoniales transferidos que estén relacionados con la financiación o entrega de 

garantías, o para cumplir requisitos prudenciales de capital o a efectos de gestión de liquidez, 

siempre que se prevea que deben volver a territorio español para afectarse en el plazo máximo de 

un año a un establecimiento permanente situado en España. 

Transparencia fiscal internacional (art. 100 LIS) (efectos para períodos iniciados en 2020 

que no hayan concluido a la entrada en vigor de la norma) 

La transparencia fiscal internacional supone la imputación a una empresa residente en territorio español 

de determinadas rentas obtenidas por una entidad participada mayoritariamente, que resida en el 

extranjero, cuando la imposición sobre esas rentas en el extranjero es notoriamente inferior a la que se 

hubiera producido en territorio español, produciéndose dicha imputación aunque las rentas no hayan 

sido efectivamente distribuidas. 

Las novedades que se introducen son: 

• La imputación de las rentas positivas obtenidas por la entidad no residente se extiende a las 

obtenidas por sus establecimientos permanentes (EP) en el extranjero, sin que se aplique en este 

caso la exención por doble imposición. La renta se imputará en el período impositivo en el que el EP 

la obtenga. 

• Se regulan dos nuevos supuestos de imputación de rentas: las que provengan de actividades de 

seguros, crediticias, operaciones de arrendamiento financiero y otras actividades financieras, salvo 

que se trate de rentas obtenidas en el ejercicio de actividades económicas; y las que procedan de 

operaciones sobre bienes y servicios realizadas con personas o entidades vinculadas en las que la 

entidad no residente o establecimiento añade un valor económico escaso o nulo. 

• No se incluirá la renta positiva cuando al menos 2/3 (antes más del 50 por 100) de los ingresos 

derivados de las actividades crediticias, financieras, aseguradoras o de prestación de servicios 

realizadas por la entidad no residente procedan de operaciones efectuadas con personas o entidades 

no vinculadas. 

• En el caso de EP, el contribuyente deberá aportar, conjuntamente con la declaración por este 

Impuesto, el importe de la renta positiva que deba ser objeto de imputación en la base imponible, la 

justificación de los impuestos satisfechos respecto de la renta positiva que deba ser objeto de 

imputación, así como los registros contables de las operaciones que realicen y de los activos y 

pasivos afectos a los mismos. 

2. Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

Imputación temporal (art. 14.2 h LIRPF) (aplicación desde entrada en vigor de la ley) 

Se actualiza la regla especial de imputación temporal, en relación a los rendimientos del capital 

mobiliario procedentes de contratos de seguro de vida en los que el tomador asuma el riesgo de la 

inversión, para adaptarla a la normativa de seguros actualmente en vigor. 

Transmisiones a título lucrativo (art. 36 LIRPF) 

Se modifica este precepto con la finalidad de que un contribuyente que adquiere un bien a través de un 

contrato o pacto sucesorio se subrogue en el valor y la fecha de adquisición que tenía dicho bien en el 

causante, introduciéndose el siguiente párrafo: “(…) en las adquisiciones lucrativas por causa de muerte 

derivadas de contratos o pactos sucesorios con efectos de presente, el beneficiario de los mismos que 

transmitiera antes del fallecimiento del causante los bienes adquiridos se subrogará en la posición de 
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este, respecto al valor y fecha de adquisición de aquellos, cuando este valor fuera inferior al previsto en 

el párrafo anterior.” 

De esta forma se impide una actualización de los valores y fechas de adquisición del elemento adquirido 

que provocaría una menor tributación que si el bien hubiera sido transmitido directamente a un tercero 

por el titular original. 

Imputación de rentas en el régimen de transparencia fiscal internacional (art. 91 LIRPF) 

(aplicación desde entrada en vigor de la ley) 

Las modificaciones introducidas se han comentado en el apartado del Impuesto sobre Sociedades 

referente a la transparencia fiscal internacional. 

Tributación de los socios o partícipes de las instituciones de inversión colectiva (art. 94 

LIRPF, con efectos 1 de enero de 2022) 

Se procede a homogeneizar el tratamiento fiscal de las inversiones en determinadas instituciones de 

inversión colectiva, conocidas como fondos y sociedades de inversión cotizados (ETF), con independencia 

del mercado, nacional o extranjero, en el que coticen. 

• Por un lado, en la letra a) del apartado 1 se actualiza la mención al actual Reglamento de desarrollo 

de la Ley de instituciones de inversión colectiva. 

• Por otro lado, en la letra a) del apartado 2 se añade un tercer requisito para la aplicación del 

diferimiento fiscal: que el reembolso o transmisión o, en su caso, la suscripción o adquisición, no 

tenga por objeto participaciones o acciones en fondos de inversión cotizados y SICAV índice 

cotizadas, cualquiera que sea el mercado regulado o el sistema multilateral de negociación en el 

que coticen y la composición del índice que reproduzcan, repliquen o tomen como referencia. 

Aplicación del régimen de diferimiento a determinadas participaciones o acciones en 

instituciones de inversión colectiva adquiridas con anterioridad a 1 de enero de 2022 

(Disposición transitoria trigésima sexta) 

El régimen de diferimiento no será de aplicación a las participaciones o acciones en instituciones de 

inversión colectiva adquiridas por el contribuyente con anterioridad a 1 de enero de 2022 y no cotizadas 

en bolsa de valores española, siempre que el importe del reembolso o transmisión no se destine a la 

adquisición de acciones o participaciones de instituciones de inversión colectiva cotizadas. 

Obligaciones de información (disposición adicional decimotercera LIRPF) (aplicación desde 

entrada en vigor de la ley) 

Se añaden dos apartados con la finalidad de reforzar el control tributario sobre los hechos imponibles 

relativos a monedas virtuales: 

• Se introduce una obligación de suministro de información sobre los saldos que mantienen los 

titulares de monedas virtuales, a cargo de quienes proporcionen servicios en nombre de terceros 

para salvaguardar claves criptográficas privadas que posibilitan la tenencia y utilización de tales 

monedas, incluidos los proveedores de servicios de cambio si también prestan el servicio de 

tenencia. 

• Se establece, para las personas mencionadas en el guion anterior, la obligación de suministrar 

información acerca de las operaciones sobre monedas virtuales (adquisición, transmisión, permuta, 

transferencia, cobros y pagos) en las que intervengan. Esta misma obligación se extiende a quienes 

realicen ofertas iniciales de nuevas monedas virtuales. 
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3. Impuesto sobre la Renta de No Residentes 

Determinación de la base imponible (art. 18 LIRNR) 

• Se introduce un nuevo apartado especificando que se integrará en la base imponible del Impuesto 

la diferencia entre el valor de mercado y el valor contable de los elementos que estén afectos a un 

establecimiento permanente situado en el territorio español que traslada su actividad al extranjero 

(hasta ahora solo se integraban las plusvalías con motivo del traslado de elementos de un EP que 

cesa y las de elementos afectos a un EP que se traslada). 

• Las novedades ya se han comentado en el apartado del Impuesto sobre Sociedades sobre el 

“exit tax”, sustituyéndose también el aplazamiento por el fraccionamiento cuando el traslado es a 

la UE o al EEE. 

Período impositivo y devengo (art. 20 LIRNR) 

Se especifica que se entenderá concluido el período impositivo en el momento en el que la entidad se 

traslade al extranjero. 

4. Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 

Base imponible (art. 9 LISD) 

• Para calcular la base imponible, se sustituye el concepto de valor real por el de “valor de los bienes 

y derechos”, considerándose que este último, salvo reglas especiales, se considerará que es el “valor 

de mercado”. No obstante, si el valor declarado por los interesados es superior al valor de mercado, 

esa magnitud se tomará como base imponible. 

• Se entiende por valor de mercado el precio más probable por el cual podría venderse, entre partes 

independientes, un bien libre de cargas. 

• En el caso de bienes inmuebles su valor será “el valor de referencia” previsto en la normativa del 

Catastro Inmobiliario en la fecha de devengo, haciéndose la previsión de que, si el valor declarado 

es superior al de referencia, prevalece el declarado. Cuando no se disponga del valor de referencia, 

la base imponible será la mayor de dos: el valor declarado por los interesados o el valor de mercado. 

• El valor de referencia solo se puede impugnar cuando se recurra la liquidación o con ocasión de la 

solicitud de rectificación de la autoliquidación. En estos casos, para  que la Administración tributaria 

pueda resolver, necesitará un informe previo preceptivo y vinculante de la Dirección General del 

Catastro a la vista de la documentación aportada. También emitirá este informe cuando lo solicite 

la Administración como consecuencia de una reclamación económico-administrativa. 

• Se regula la acumulación de donaciones incluyendo los contratos y pactos sucesorios que produzcan 

adquisiciones en vida del causante. 

• En aplicación de la sentencia del Tribunal Supremo de 3 de septiembre de 2014, se extiende a los 

extranjeros no residentes ni en la UE ni en el EEE, las reglas para tributar por la normativa de la 

Comunidad Autónoma que les corresponda. 

5. Impuesto sobre el Patrimonio 

Base imponible en los bienes inmuebles (art. 10 LIP) 

Los inmuebles se computarán, como ahora, por el mayor valor de tres: el valor catastral, “el 

determinado” o comprobado por la Administración a efectos de otros tributos o el precio, 
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contraprestación o valor de la adquisición. Habrá que saber qué diferencia existe entre el valor 

comprobado y el determinado por la Administración. De esta manera, parece que se elimina el problema 

de subida inmediata del valor de los inmuebles antiguos (en general se valoran por el valor catastral) 

si se hubiera aprobado la redacción del Anteproyecto que incluía como cuarto valor al de  mercado. 

Seguros de vida y rentas temporales o vitalicias (art. 17 LIP) 

• Como hasta ahora los seguros de vida se computarán por su valor de rescate en el momento del 

devengo del Impuesto. La novedad es que, en los supuestos en los que el tomador no tenga la 

facultad de ejercer el derecho de rescate total en la fecha de devengo del impuesto, el seguro se 

computará por el valor de la provisión matemática en la citada fecha en la base imponible del 

tomador. Hasta ahora el criterio administrativo era que no se incluían en la base imponible los 

seguros sin posibilidad de rescate. 

• Se establece una nueva regla de valoración cuando se perciben rentas temporales o vitalicias 

procedentes de un seguro de vida, debiendo computarse por su valor de rescate en el momento del 

devengo del Impuesto. 

6. Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 

Hecho imponible de la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas (art. 7 

TRITPyAJD) 

Se aclara que, con independencia de la condición del adquirente, no estarán sujetas a la modalidad de 

transmisiones patrimoniales onerosas las operaciones enumeradas en la norma cuando los 

transmitentes sean empresarios o profesionales en el ejercicio de su actividad económica. Con la nueva 

redacción se intenta explicitar que en las compras a particulares, por empresarios o profesionales, de 

bienes muebles se produce el hecho imponible en esta modalidad. Esta modificación recoge la 

jurisprudencia europea que el Tribunal Supremo ya ha hecho suya. 

Base imponible de la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas (arts. 10 y 30 

TRITPyAJD) 

• Para calcular la base imponible se sustituye el concepto de valor real por el “valor del bien 

transmitido o del derecho que se constituya o ceda”, considerándose que este último, salvo reglas 

especiales, se considerará que es el “valor de mercado”. No obstante, si el valor declarado por los 

interesados, el precio o contraprestación pactada o ambos son superiores al valor de mercado, la 

mayor de las magnitudes se tomará como base imponible. 

• Se da la misma definición de valor de mercado que en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

• En el caso de bienes inmuebles su valor será “el valor de referencia” previsto en la normativa del 

Catastro Inmobiliario en la fecha de devengo, haciéndose la previsión de que, si el valor declarado 

es superior al de referencia, prevalece el declarado. Cuando no se disponga del valor de referencia, 

la base imponible será la mayor de las siguientes magnitudes: el valor declarado por los interesados, 

el precio o contraprestación pactada o el valor de mercado. 

• El valor de referencia solo se puede impugnar cuando se recurra la liquidación o con ocasión de la 

solicitud de rectificación de la autoliquidación. En estos casos, para  que la Administración tributaria 

pueda resolver, necesitará un informe previo preceptivo y vinculante de la Dirección General del 

Catastro a la vista de la documentación aportada. También emitirá este informe cuando lo solicite 

la Administración como consecuencia de una reclamación económico-administrativa. 
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• Respecto a la base imponible de Actos Jurídicos Documentados, documentos notariales, se establece 

que cuando se determine en función del valor de bienes inmuebles, el de los mismos no podrá ser 

inferior al determinado para calcular la base de la modalidad de Transmisiones Patrimoniales 

Onerosas. 

• Se modifica el artículo 314 de la Ley del Mercado de Valores para sustituir el concepto de valor real 

por el de “valor” y se estable que los valores netos contables de los inmuebles, que se sustituían 

por los valores reales de los mismos, se han de sustituir por los valores que deban operar como 

base imponible del impuesto en cada caso, según lo dispuesto en la norma reguladora del Impuesto 

sobre Transmisiones Patrimoniales (usando el valor de referencia cuando procede). 

7. Impuesto sobre el Valor Añadido 

Responsables del Impuesto (art. 87 y apartado Quinto del ANEXO de la LIVA) 

• Se actualiza el supuesto de responsabilidad subsidiaria del pago del impuesto, definido actualmente 

para los Agentes de Aduanas. A partir de ahora será de aplicación a las personas o entidades que 

actúen en nombre y por cuenta del importador. 

• Se sustituye el término “recinto aduanero”, para clarificar que esta responsabilidad alcanza a los 

procedimientos de declaración y de verificación de datos de declaraciones aduaneras. 

• Se extiende el supuesto de responsabilidad subsidiaria del pago de la deuda tributaria que alcanza 

a los titulares de los depósitos distintos de los aduaneros correspondiente a la salida o abandono de 

los bienes de estos depósitos, a los bienes objeto de Impuestos Especiales excluidos hasta la fecha, 

para evitar que los beneficios del régimen se utilicen de forma fraudulenta para realizar compras 

exentas del IVA al amparo del régimen, con devengo del Impuesto a la salida pero sin ingreso del 

mismo ante la Hacienda Pública. En caso de productos objeto de los Impuestos sobre el Alcohol y 

las Bebidas Derivadas, la responsabilidad no se exige al titular del depósito si la salida o el abandono 

de los bienes se ha realizado por persona autorizada para ello que conste en el registro de 

extractores, registro que se crea a estos efectos. 

Régimen Especial del Grupo de Entidades (art. 163 nonies) 

Se especifica que la entidad dominante será sujeto infractor por los incumplimientos de las obligaciones 

específicas del régimen especial del grupo de entidades, matizando que se incluyen las obligaciones 

derivadas del ingreso de la deuda tributaria, de la solicitud de compensación o de la devolución 

resultante de la declaración-liquidación agregada correspondiente al grupo de entidades, siendo 

responsable de la veracidad y exactitud de los importes y calificaciones consignados por las entidades 

dependientes que se integran en la declaración-liquidación agregada. 

8. Impuesto General Indirecto Canario 

Responsables del Impuesto (art. 21 bis de la Ley 20/1991) 

Se incorporan las modificaciones incluidas en el IVA en cuanto a la responsabilidad tributaria en las 

liquidaciones aduaneras. 

Infracciones y sanciones (art. 63 Ley 20/1991) 

Se tipifica como infracción tributaria el retraso o incumplimiento de la obligación de la llevanza de libros 

en la Sede Electrónica de la Agencia Tributaria Canaria, y se establcen las correspondientes sanciones. 
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9. Impuestos Especiales 

Infracciones y sanciones (art. 19 LIIEE) 

Se añaden nuevos supuestos de infracciones tributarias: 

• La existencia de diferencias en menos de materias primas, productos en curso de fabricación o 

productos terminados en fábricas y depósitos fiscales, que excedan de los porcentajes autorizados 

reglamentariamente, puestas de manifiesto en recuentos de existencias practicados por la 

Administración. Esta infracción se sancionará con multa pecuniaria del 50 por 100 de las cuotas del 

impuesto especial que corresponderían a los productos terminados sobre los que se haya 

comprobado la diferencia o a los productos terminados que se hubieran podido obtener a partir de 

los productos en curso o las materias primas respecto de los cuales se haya comprobado la 

diferencia, calculadas aplicando el tipo impositivo vigente en la fecha de descubrimiento de la 

infracción, con un mínimo de 1.200€. 

• El incumplimiento por los obligados tributarios de los requisitos y condiciones establecidos en la 

norma necesarios para la aplicación de las exenciones o tipos reducidos previstos en aquélla, cuando 

no se justifique el uso o destino dado a los productos objeto de dichos beneficios. Esta infracción se 

sancionará con multa pecuniaria proporcional del 50 por 100 del beneficio fiscal aplicado a los 

productos respecto de los cuales se hayan incumplido los requisitos y condiciones establecidas, con 

un mínimo de 300€. 

• Se establece una nueva la sanción cuando la conducta realizada sea tipificada como infracción por 

tenencia, con fines comerciales de labores del tabaco que no ostenten marcas fiscales o las ostenten 

sin cumplir los requisitos establecidos en la norma: multa de 90€ por cada kilogramo de picadura 

para liar, con un importe mínimo de 600€ por cada infracción. 

• Se establece una nueva infracción tributaria calificada de leve por el incumplimiento por los 

obligados tributarios de los requisitos y condiciones establecidos en la norma para la aplicación de 

un supuesto de exención o un tipo impositivo reducido en razón del destino de los productos objeto 

de los impuestos especiales, cuando no constituya infracción tributaria grave. La sanción consistirá 

en una multa pecuniaria del 10 por 100 del beneficio fiscal aplicado a los productos respecto de los 

cuales se hayan incumplido los requisitos y condiciones establecidas en la norma. 

Impuesto Especiales sobre el Carbón (art. 87 LIIEE) 

Constituye infracción tributaria grave el incumplimiento por los sujetos pasivos de los requisitos 

establecidos en la norma necesarios para la aplicación de las exenciones o tipos reducidos previstos en 

aquélla, cuando no se justifique el uso o destino dado al carbón objeto de dichos beneficios. La base de 

la sanción será el importe del beneficio fiscal aplicado al carbón respecto del cual se haya incumplido 

los requisitos y condiciones establecidas en las normas. La sanción consistirá en multa pecuniaria 

proporcional del 50 por 100. Cuando esta infracción no se considere grave la sanción consistirá en multa 

pecuniaria proporcional del 10 por 100. 

Impuesto Especiales sobre la Electricidad (art. 103 LIIEE) 

Constituye infracción tributaria grave el incumplimiento por los contribuyentes del impuesto de los 

requisitos y condiciones establecidos en la norma necesarios para la aplicación de las exenciones o 

reducciones en la base imponible previstas en aquélla, cuando no se justifique el uso o destino dado a la 

electricidad objeto de dichos beneficios. La base de la sanción será el importe del beneficio fiscal aplicado 

a la energía eléctrica respecto de la cual se hayan incumplido los requisitos y condiciones establecidas 
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en las normas. La sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 50 por 100. Cuando esta 

infracción no se considere grave, la sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 10 por 100. 

10. Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) 

Exenciones (Art. 82 TRHHLL) 

• Se aclara que las personas físicas no residentes, al igual que las residentes en territorio español, 

están exentas del Impuesto. 

• Se especifica que para el cómputo del importe neto de la cifra de negocios (INCN) cuando la entidad 

forme parte de un grupo de sociedades el INCN, dicha magnitud se referirá al conjunto de entidades 

pertenecientes a dicho grupo, con independencia de la obligación de consolidación contable
5
. 

11. Ley General Tributaria 

Principios de ordenación y aplicación del sistema tributario (art. 3 LGT) 

Se prohíbe que se aprueben mecanismos de regularización tributaria que impliquen una disminución de 

la cuantía de la deuda tributaria (amnistía fiscal). 

Intereses de demora (art. 26 LGT) 

Como sabemos cuándo un contribuyente obtiene una devolución improcedente la Administración le 

puede exigir el interés de demora. A partir de ahora no procederá el pago de dichos intereses cuando 

el obligado regularice voluntariamente su situación tributaria antes de que sea requerido por la 

Administración, sin perjuicio de los recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo. 

Recargos extemporáneos (art. 27 LGT) 

Se modifica el régimen de recargos estableciéndose un sistema de recargos creciente. 

• Un 1 por 100 más otro 1 por 100 adicional por cada mes completo de retraso con que se presente 

la autoliquidación o declaración. Recargos aplicables: 

Regularización= R Ahora Después Diferencia 

R < 1 mes 5 1 4 

1 < R < 2 meses 5 2 3 

2 < R < 3 meses 5 3 2 

3 < R < 4 meses 10 4 6 

4 < R < 5 meses 10 5 5 

5 < R < 6 meses 10 6 4 

6 < R < 7 meses 15 7 8 

7 < R < 8 meses 15 8 7 

8 < R < 9 meses 15 9 6 

9 < R < 10 meses 15 10 5 

10 < R < 11 mes 15 11 4 

11 < R < 12 meses 15 12 3 

R >12 meses 20 + i 15 + i 5 

i= interés de demora 
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• Si la Administración regulariza la situación tributaria de un contribuyente, sin sanción, y este 

regulariza mediante declaraciones o autoliquidaciones otros períodos del mismo impuesto y por los 

mismos hechos o circunstancias regularizados por la Administración, solo se le exigirán intereses de 

demora, y no recargos, si se cumplen todas las circunstancias siguientes: la autoliquidación o 

declaración se presente en el plazo de 6 meses desde el siguiente a la notificación de la liquidación, 

que se reconozcan y paguen completamente las cantidades resultantes, que no se solicite 

rectificación de la autoliquidación ni se recurra la liquidación emitida por la Administración y que por 

la regularización administrativa no se imponga un sanción. 

• El nuevo régimen de recargos será de aplicación a los exigidos con anterioridad a la entrada en 

vigor de esta ley, siempre que su aplicación resulte más favorable para el obligado tributario y que 

no hayan adquirido firmeza. 

Obligaciones tributarias formales (art. 29 LGT) (entra en vigor a los 3 meses de la entrada 

en vigor de la ley) 

Nueva obligación para los productores, comercializadores y usuarios de sistemas y programas 

informáticos o electrónicos que soporten los procesos contables, de facturación o de gestión de quienes 

desarrollen actividades económicas: deberán garantizar la integridad, conservación, accesibilidad, 

legibilidad, trazabilidad e inalterabilidad de los registros, sin interpolaciones, omisiones o alteraciones 

de las que no quede la debida anotación en los sistemas mismos. 

Devoluciones derivadas de la normativa derivada de cada tributo (art. 31 LGT) 

• Como sabemos, cuando la Administración se retrasa y no devuelve en plazo las cantidades que 

correspondan a los contribuyentes de un tributo, debe de abonar los intereses de demora que 

correspondan. La novedad es que, a efectos del cálculo de dichos intereses, no se computarán las 

dilaciones en el procedimiento por causas no imputables a la Administración. 

• Si la devolución se ordena por un procedimiento de inspección, no se computarán para el cálculo de 

los intereses de demora los días en los que no pudo efectuar actuaciones y estuvo suspendido el 

plazo para atender los requerimientos por petición expresa del obligado tributario, o cuando se 

amplía el plazo del procedimiento en el caso de que el obligado manifieste que no tiene o no va a 

portar la información solicitada o no la aporta íntegramente en el plazo concedido. 

Devolución de ingresos indebidos (art. 32 LGT) 

En el caso en que se acuerde la devolución de ingresos indebidos en un procedimiento de inspección, a 

efectos del cálculo de los intereses, no se computarán los días en que la Inspección no puede efectuar 

actuaciones y quedó suspendido el plazo para atender los requerimientos por petición expresa del 

obligado tributario. 

Representación de personas o entidades no residentes (art. 47 LGT) 

Se suprime el requisito de designar, en todo caso, representante con domicilio en territorio español 

cuando un no residente opere aquí a través de un EP. Se designará representante solo cuando lo 

establezca expresamente la normativa tributaria. 

Medidas cautelares (art. 81 LGT) 

Se añade un nuevo supuesto en el que la Administración podrá adoptar medidas cautelares: cuando en 

la tramitación de una solicitud de suspensión con otras garantías distintas de las necesarias para obtener 

la suspensión automática, o con dispensa total o parcial de garantías, o basada en la existencia de error 

aritmético, material o de hecho se observe que existen indicios racionales de que el cobro de las deudas 
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cuya ejecutividad pretende suspenderse pueda verse frustrado o gravemente dificultado. De esta 

manera se trata de evitar que los procedimientos de suspensión con otras garantías, o con dispensa de 

ellas, puedan ser utilizados de forma fraudulenta. 

Publicidad de situaciones de incumplimiento relevante de las obligaciones tributarias (art. 

95 bis LGT) 

• Se reduce a 600.000€ (antes 1.000.000€) el importe de las deudas y de sanciones pendiente de 

pago para que los deudores a la Hacienda Pública sean incluidos en la publicación periódica de sus 

nombres. 

• Se incluyen en el listado, junto a los deudores principales, a los responsables solidarios. 

• No se incluirán en el listado a los deudores que paguen la totalidad de la deuda tributaria y las 

sanciones antes de la finalización del periodo de alegaciones a la inclusión en la lista. 

Terminación del procedimiento iniciado mediante declaración (art. 130 LGT) 

• Como sabemos, una de las causas por las que finaliza este procedimiento es por caducidad. Se 

establece ahora que no procederá la declaración de caducidad respecto de aquellos tributos que se 

liquiden por las importaciones de bienes en la forma prevista por la legislación aduanera para los 

derechos de importación. 

• Se añade una nueva causa de terminación de este procedimiento: por el inicio de un procedimiento 

de comprobación limitada o de inspección que incluya el objeto del procedimiento iniciado mediante 

declaración o algún elemento de dicho objeto, en los tributos que se liquiden por las importaciones 

de bienes en la forma prevista por la legislación aduanera para los derechos de importación. 

Plazo de actuaciones inspectoras (art. 150 LGT) 

Se introduce un nuevo supuesto de suspensión del cómputo del plazo de actuaciones inspectoras por la 

aplicación de determinados instrumentos dirigidos a facilitar la cooperación y coordinación de las 

Administraciones tributarias del Estado con las forales. 

Actas de disconformidad (art. 157 LGT) 

Se suprime la obligación del informe de disconformidad, aunque sí puede acompañarse al acta. 

Actualmente el contenido del informe es frecuente que se recoja dentro del acta. 

Recaudación en período ejecutivo (art. 161 LGT) 

• Las solicitudes de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario, así como 

las solicitudes de suspensión y pago en especie no impedirán el inicio del periodo ejecutivo cuando 

anteriormente se hubiera denegado, respecto de la misma deuda tributaria, otra solicitud previa de 

aplazamiento, fraccionamiento, compensación, suspensión o pago en especie en periodo voluntario 

habiéndose abierto otro plazo de ingreso sin que se hubiera producido el mismo. Se intenta evitar 

el uso inadecuado de la presentación de reiteradas solicitudes de aplazamiento, fraccionamiento, 

compensación, suspensión o pago en especie. 

• Se especifica que la declaración de concurso no suspenderá el plazo voluntario de pago de las 

deudas que tengan la calificación de concursal, sin perjuicio de que las actuaciones del período 

ejecutivo se rijan por lo dispuesto en la ley 22/2003, Concursal. 
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Sujetos infractores (art. 181 LGT) 

Se añade un nuevo supuesto de sujeto infractor: la entidad dominante en el régimen especial de 

entidades del IVA. 

Reducción de las sanciones (art. 188 LGT) 

• Se eleva al 65 por 100 (antes 50 por 100) la reducción de la sanción en los supuestos de actas con 

acuerdo. 

• Se eleva al 40 por 100 (antes 25 por 100) la reducción de la sanción cuando se realice el ingreso 

total del importe en plazo voluntario de pago y no se plantee recurso o reclamación económico-

administrativa contra la sanción y la liquidación correspondiente en la vía administrativa. 

• Estas dos nuevas reducciones se aplicarán a las sanciones exigidas con anterioridad a la entrada 

en vigor de esta ley, siempre que resulten más favorables para el obligado tributario y la sanción 

no haya adquirido firmeza. 

Infracciones tributarias (arts. 198 y 199 LGT) 

Se eleva el importe mínimo de la sanción, de 100 a 600€, por no presentar en plazo o por presentar de 

forma incompleta, inexacta o con datos falsos la declaración (aduanera) sumaria de entrada del artículo 127 

del Reglamento (UE) n.º 952/2013 por el que se establece el código aduanero de la Unión. 

Si las declaraciones aduaneras se presentan por medios distintos a los electrónicos, cuando exista obligación de 

hacerlo así, las sanción será una multa fija de 250€ cuando no determinen el nacimiento de una deuda 

aduanera. 

Infracción tributaria por fabricación, producción, comercialización y uso de sistemas 

informáticos que no cumplan las especificaciones exigidas por la normativa aplicable (art. 

201 bis LGT) (entrada en vigor 3 meses después de que entre en vigor la ley) 

• Se introduce un nuevo supuesto de infracción tributaria grave por la fabricación, producción y 

comercialización de sistemas y programas informáticos o electrónicos que soporten los procesos 

contables, de facturación o de gestión por parte de las personas o entidades que desarrollen 

actividades económicas, cuando permitan: llevar contabilidades distintas, no reflejen, total o 

parcialmente, la anotación de transacciones realizadas, registrar transacciones distintas a las 

realizadas, alterar transacciones ya registradas incumpliendo la normativa aplicable, no cumplan 

con las especificaciones técnicas que garanticen la integridad, conservación, trazabilidad e 

inalterabilidad de los registros, así como su legibilidad por parte de los órganos competentes de la 

Administración tributaria y no se certifiquen, si existiera esta obligación por disposición 

reglamentaria. 

• La infracción se sancionará con multa pecuniaria fija de 150.000€, por cada ejercicio económico en 

el que se hayan producido ventas y por cada tipo distinto de sistema o programa informático o 

electrónico que sea objeto de la infracción. No obstante, las infracciones por no certificar los 

sistemas fabricados, producidos o comercializados, se sancionarán con multa pecuniaria fija de 

1.000€ por cada sistema o programa comercializado en el que se produzca la falta del certificado. 

• Constituye infracción tributaria grave la tenencia de los sistemas o programas informáticos o 

electrónicos que no se ajusten a lo establecido y cuando los mismos no estén debidamente 

certificados teniendo que estarlo por disposición reglamentaria, o cuando se hayan alterado o 

modificado los dispositivos certificados. 
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• La infracción por tener sistemas o programas informáticos o electrónicos que no se ajusten a 

Derecho se sancionará con multa pecuniaria fija de 50.000€ por cada ejercicio, y con el mismo 

importe si los programas certificados se han alterado o modificado. 

Iniciación del procedimiento sancionador en materia tributaria (art. 209 LGT) 

Se amplía a 6 meses (actualmente 3) el plazo del que dispone la Administración para iniciar el 

procedimiento sancionador. 

Suspensión de la ejecución del acto impugnado en vía económico-administrativa (art. 233 

LGT) 

• El Tribunal económico-administrativo podrá inadmitir las solicitudes de suspensión en los supuestos 

en que la ejecución pudiera causar perjuicios de difícil o imposible reparación y cuando se aprecie 

que al dictar el acto administrativo se ha podido incurrir en error matemático, material o de hecho 

cuando no pueda deducirs,e de la documentación aportada en la solicitud de suspensión o existente 

en el expediente administrativo, la existencia de indicios de esos supuestos. 

• Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la presentación de la solicitud de suspensión con 

otras garantías distintas de las necesarias para obtener la suspensión automática, o con dispensa 

total o parcial de garantías, o basada en la existencia de error aritmético, material o de hecho, no 

impedirá la continuación de las actuaciones de la Administración, sin perjuicio de que proceda la 

anulación de las efectuadas con posterioridad a la fecha de la solicitud si la suspensión fuese 

concedida finalmente. 

Información sobre bienes y derechos situados en el extranjero (Disposición adicional 

decimoctava LGT) 

• Se establece la obligación de informar también sobre las monedas virtuales situadas en el extranjero 

de las que se sea titular, o respecto de las cuales se tenga la condición de beneficiario o autorizado 

o de alguna otra forma se ostente poder de disposición, custodiadas por personas o entidades que 

proporcionan servicios para salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre de terceros, para 

mantener, almacenar y transferir monedas virtuales. 

• En el caso de incumplimiento de la obligación de informar sobre las monedas virtuales situadas en el 

extranjero, la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 5.000€ por cada dato o conjunto de 

datos referidos a cada moneda virtual individualmente considerada según su clase que hubiera 

debido incluirse en la declaración o hubieran sido aportados de forma incompleta, inexacta o falsa, 

con un mínimo de 10.000€. 

• La sanción será de 100€ por cada dato o conjunto de datos referidos a cada moneda virtual 

individualmente considerada según su clase, con un mínimo de 1.500€, cuando la declaración haya 

sido presentada fuera de plazo sin requerimiento previo de la Administración tributaria. Del mismo 

modo se sancionará la presentación de la declaración por medios distintos a los electrónicos, 

informáticos y telemáticos cuando exista obligación de hacerlo por dichos medios. 

Garantías globales en la deuda aduanera (Nueva Disposición adicional vigésima quinta LGT) 

• Cuando un representante aduanero que actúe en la modalidad de representación directa, aún sin 

tener la condición de deudor, quiera solicitar la constitución de la garantía global, quedará obligado 

al pago de la deuda aduanera y tributaria derivada de las declaraciones aduaneras vinculadas a la 

misma cuando dicha deuda aduanera y tributaria no haya sido satisfecha por el deudor o recaudada 

como consecuencia de la ejecución de la garantía. Dicha responsabilidad tendrá carácter solidario. 
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• La obligación de pago será exigible directamente al responsable una vez iniciado el período ejecutivo 

sin que sea necesario el acto administrativo previo de derivación de responsabilidad. 

12. Ley de medidas para la prevención del fraude fiscal (Ley 36/2006) 

Definición de jurisdicción no cooperativa (DA 1ª) 

• Se cambia el término de “paraísos fiscales” por el de “jurisdicciones no cooperativas”, conforme a 

la tendencia internacional. 

• A parte de tener tal consideración los países y territorios que se determinen por Orden Ministerial, 

se añade que también tendrán tal consideración los regímenes fiscales perjudiciales. 

• También se da nueva redacción a los criterios de actualización para determinar la relación de 

jurisdicciones no cooperativas en base a criterios de transparencia, que faciliten o no la existencia 

de sociedades extraterritoriales dirigidas a la atracción de beneficios que no reflejen una actividad 

económica real en esos territorios y la existencia de baja o nula tributación. 

o Se define qué se entiende por efectivo intercambio de información tributaria: la aplicación de 

la normativa sobre asistencia mutua en esa materia en los términos de referencia aprobados 

por el Foro Global de Transparencia e Intercambio de Información con Fines Fiscales. 

o Se entiende por baja tributación que el país o territorio aplique un nivel impositivo efectivo 

considerablemente inferior, incluido el tipo cero, al exigido en España en un impuesto idéntico 

o análogo al IRPF, al Impuesto sobre Sociedades o al IRNR. 

o Existe nula tributación cuando en el país o territorio de que se trate no se aplique un impuesto 

idéntico o análogo al IRPF, al Impuesto sobre Sociedades o al IRNR, según corresponda. 

o Tendrán la consideración de impuestos idénticos o análogos los tributos que tengan como 

finalidad la imposición de la renta, siquiera parcialmente, con independencia de que el objeto 

del mismo lo constituya la propia renta, los ingresos o cualquier otro elemento indiciario de 

esta. 

• Mientras no se apruebe la Orden Ministerial con la relación de jurisdicciones no cooperativas, se 

entenderán por tales los paraísos fiscales del Real Decreto 1080/1991. 

Referencias normativas (DA 10ª) 

Se actualizan las referencias normativas a paraísos fiscales por el nuevo concepto de jurisdicciones no 

cooperativas. 

13. Ley 7/2012 de medidas contra el fraude 

Limitación del uso de efectivo para determinadas operaciones económicas (art. 7) 

• Se disminuye a 1.000€ el importe máximo que podrá pagarse en efectivo en las operaciones en las 

que alguna de las partes intervinientes actúe en calidad de empresario o profesional. 

• No obstante, cuando el pagador sea una persona física y no actúe en calidad de empresario o 

profesional, el citado importe será de 2.500€, y de 10.000€ (antes 15.000€) cuando justifique que 

no tiene su domicilio fiscal en España. 

• En el procedimiento sancionador se prescinde del trámite de audiencia previa a la resolución. 
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• El pago voluntario implica la terminación del procedimiento con reducción del 50 por 100 de la 

sanción. 

• Esta nueva reducción se aplicará a los pagos efectuados a partir de la entrada en vigor de esta ley, 

aunque se refieran a operaciones concertadas con anterioridad al establecimiento de la limitación. 

14. Ley del Catastro Inmobiliario 

• Amplía los supuestos de incorporación de nuevas construcciones y alteraciones mediante 

comunicación de las Administraciones Locales y entidades gestoras del IBI, sin que se obligue por 

la ordenanza fiscal, en lo referente a actos sujetos a licencia o autorización administrativa. 

• Se habilita un régimen de comunicaciones por el que la información suministrada queda 

amparada por la exención de la obligación de declarar, siempre que se cuente con toda la 

documentación acreditativa de la correspondiente alteración. 

• Se trasladan los efectos del procedimiento de subsanación al momento en el que la Administración 

tributaria tiene constancia de la discrepancia entre descripción catastral y realidad, facilitando el 

ajuste a la evolución de la realidad inmobiliaria. 

• Se adapta la regulación del valor de referencia de la Dirección General del Catastro (DGC) en los 

siguientes términos: 

o La DGC determinará de forma objetiva y con el límite del valor de mercado, a partir de los 

datos obrantes en el Catastro, el valor de referencia, resultante del análisis de los precios 

comunicados por los fedatarios públicos en las compraventas inmobiliarias efectuadas, para 

lo que incluirá las conclusiones del análisis de esos precios en un informe anual del mercado 

inmobiliario, y en un mapa de valores, que se publicará en la Sede Electrónica del Catastro, y 

que contendrá la delimitación de ámbitos territoriales homogéneos de valoración, a los que 

asignará módulos de valor medio de los productos inmobiliarios representativos. 

o Con el fin de que el valor de referencia de los inmuebles no supere el valor de mercado se 

fijará, mediante Orden de la Ministra de Hacienda, un factor de minoración al mercado para 

los bienes de una misma clase. 

o Cada año, la DGC aprobará una resolución –y la publicará antes del 30 de octubre del año 

anterior previo trámite de audiencia colectiva por 10 días en los que se podrán presentar 

alegaciones- con los elementos precisos para la determinación del valor de referencia de cada 

inmueble por aplicación de los citados módulos de valor medio y de los factores de minoración 

correspondientes. Esa resolución será recurrible en vía económico- administrativa o mediante 

recurso de reposición por los interesados y en el plazo de un mes desde su publicación, sin 

que la interposición de la reclamación suspenda su ejecución. 

o En los 20 primeros días del mes de diciembre, la DGC publicará en el BOE anuncio informativo 

para general conocimiento de los valores de referencia de cada inmueble, que podrán ser 

consultados de forma permanente a través de la Sede Electrónica del Catastro. 

o Régimen transitorio para determinar el valor de referencia de cada inmueble: se establece un 

procedimiento que se utilizará hasta que se apruebe el desarrollo reglamentario del 

procedimiento definitivo. En inmuebles urbanos, las reglas de cálculo se ajustarán a lo previsto 

en las normas técnicas de valoración y cuadro marco de valores del suelo y de las 

construcciones para determinar el valor catastral, se aplicarán módulos básicos de cada 

municipio y la resolución a aprobar definirá su ámbito de aplicación, concretando reglas u 
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criterios de cálculo, módulos básicos de suelo y construcción, valores de suelo de zona y 

costes de construcción y, en su caso, coeficientes correctores. En inmuebles rústicos 

también la resolución concretará criterios y reglas de cálculo, así como, en su caso, importes 

y campos de aplicación de coeficientes correctores de localización, agronómicos y 

socioeconómicos. El informe anual del mercado inmobiliario determinará los coeficientes 

correctores aplicables y sus importes. 

15. Ley del Juego 

• Se arbitran medidas para prever e impedir la manipulación de las competiciones deportivas y el 

fraude en  

• Se amplía el número de entidades a las que la autoridad que regula el juego puede solicitar 

información. 

• Se exige a los operadores del juego que elaboren un manual específico de procedimientos para 

luchar contra el fraude. 

• Se exigen a los operadores nuevos compromisos como no utilizar denominaciones parecidas a 

entidades que ofrezcan actividades de juego sin estar autorizados o seguir la actividad de los 

jugadores para evitar prácticas fraudulentas o de riesgo. 

• Se establecen nuevos supuestos para no conceder licencias o autorizaciones cuando no solo la 

persona o entidad haya sido sancionada antes, sino que lo haya sido cualquier entidad del grupo 

empresarial o que no haya satisfecho las sanciones pecuniarias anteriores. 

• Se establecen nuevas infracciones y sanciones de prácticas fraudulentas o de vulneraciones de la 

normativa de protección a los jugadores. 

• Se explicita el deber de colaboración con la Administración Tributaria de la Sociedad Estatal de 

Loterías y Apuestas del Estado, que podrá concretarse a través de convenio con la AEAT. 
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III. NORMATIVA Y RESOLUCIONES RELEVANTES EN EL ÁMBITO LEGAL 

A continuación, les señalamos la normativa publicada durante el mes de octubre, buena parte de ella 

dedicada a la adopción de medidas destinadas a regular las consecuencias derivadas de la crisis sanitaria 

provocada por la pandemia del COVID-19.  

• ORDEN TMA/924/2020, de 29 de septiembre, por la que se prorroga el plazo para solicitar y 

formalizar los préstamos avalados y subvencionados por el Estado previstos en el artículo 8 de la 

Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, y en el Convenio con el Instituto de Crédito Oficial, para la 

gestión de los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios 

en la "Línea de avales de arrendamiento COVID-19". Se establece una prórroga del plazo para 

solicitar y formalizar los préstamos avalados y subvencionados por el Estado en los términos 

previstos en el artículo 8 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril. 

• ORDEN ETD/920/2020, de 28 de septiembre, por la que se crea y regula el Consejo Consultivo para 

la Transformación Digital. Tiene por objeto la creación y regulación del Consejo Consultivo para la 

Transformación Digital como órgano colegiado dotado de plena autonomía funcional, que asesorará 

al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital en el diseño de la propuesta de las 

políticas del Gobierno en materia de transformación digital. 

• RESOLUCIÓN de 1 de octubre de 2020, del Banco de España, por la que se publican los índices y 

tipos de referencia aplicables para el cálculo del valor de mercado en la compensación por riesgo de 

tipo de interés de los préstamos hipotecarios, así como para el cálculo del diferencial a aplicar para 

la obtención del valor de mercado de los préstamos o créditos que se cancelan anticipadamente. 

• CIRCULAR 1/2020, de 6 de octubre, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, por la que se 

modifican la Circular 5/2013, de 12 de junio, que establece los modelos de informe anual de 

gobierno corporativo de las sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras 

entidades que emitan valores admitidos a negociación en mercados oficiales de valores; y la Circular 

4/2013, de 12 de junio, que establece los modelos de informe anual de remuneraciones de los 

consejeros de sociedades anónimas cotizadas y de los miembros del consejo de administración y de 

la comisión de control de las cajas de ahorros que emitan valores admitidos a negociación en 

mercados oficiales de valores. Publicada en el BOE núm. 270 el 12 de octubre de 2020 

• RESOLUCIÓN de 13 de octubre de 2020, de la Secretaría General del Fondo de Garantía Salarial, 

por la que se aprueban los modelos de certificación colectiva de créditos laborales, incluidos en la 

Lista de Acreedores del procedimiento concursal, que han de acompañarse con la solicitud de 

prestaciones de garantía salarial reguladas en el artículo 33 del Real Decreto legislativo 2/2015, del 

Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

• REGLAMENTO (UE) 2020/1503 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de octubre de 2020, 

relativo a los proveedores europeos de servicios de financiación participativa para empresas, y por 

el que se modifican el Reglamento (UE) 2017/1129 y la Directiva (UE) 2019/1937. El Reglamento 

establece requisitos uniformes para la prestación de servicios de financiación participativa, la 

organización, la autorización y la supervisión de los proveedores de servicios de financiación 

participativa, la explotación de plataformas de financiación participativa y la transparencia y las 

comunicaciones publicitarias en relación la prestación de servicios de financiación participativa en 

la Unión. 

• REAL DECRETO 901/2020, de 13 de octubre, por el que se regulan los planes de igualdad y su 

registro y se modifica el Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de 

convenios y acuerdos colectivos de trabajo. Publicado en el BOE el 14 de octubre de 2020, por el 
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que se establece planes de igualdad y regula las cuestiones relacionadas con las empresas obligadas 

a negociar, elaborar e implementar un plan de igualdad. 

• REAL DECRETO 902/2020, de 13 de octubre, de igualdad retributiva entre mujeres y hombres. Tiene 

por objeto establecer medidas específicas para hacer efectivo el derecho a la igualdad de trato y a 

la no discriminación entre mujeres y hombres en materia retributiva. 

• RESOLUCIÓN SLT/2546/2020, de 15 de octubre, por la que se adoptan nuevas medidas en materia 

de salud pública para la contención del brote epidémico de la pandemia de COVID-19 en el territorio 

de Cataluña. Se establecen limitaciones en las reuniones familiares y de carácter social y se 

establecen limitaciones en los aforos de las empresas de servicios y comercios minoristas, entre 

otros. 

• RESOLUCIÓN de 19 de octubre de 2020, del Banco de España, por la que se publican determinados 

tipos de referencia oficiales del mercado hipotecario. 

• DECRETO LEY 34/2020, de 20 de octubre, de medidas urgentes de apoyo a la actividad económica 

desarrollada en locales de negocio arrendados. En el ámbito autonómico de Cataluña, se establece 

que, para el caso de la adopción de medidas de suspensión del desarrollo de la actividad o de 

restricción de aprovechamiento material de bienes inmuebles arrendados para la realización de 

actividades industriales y comerciales, podrá modificarse las condiciones del contrato y se establece 

unas reglas aplicables a falta de acuerdo entre las partes.  

• DECRETO LEY 35/2020, de 20 de octubre, de modificación del Decreto Ley 19/2020,  de 19 de 

mayo, y del Decreto Ley 29/2020, de 28 de julio, en materia de adopción de medidas sociales y 

sanitarias para paliar los efectos de la pandemia generada por el COVID-19. Publicado en el DOGC 

el 22 de octubre de 2020, en el ámbito territorial de Cataluña se establece modificaciones a la 

redacción original de los RDLey 19/2020, de 19 de mayo y el RDLey 29/2020, de 28 de julio. 

• REAL DECRETO 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener 

la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2. Mediante el presente Real Decreto se 

declara el estado de alarma con el fin de contener la propagación de infecciones causadas por el 

SARS-CoV-2. El presente Real Decreto-ley fue analizada en la Circular que les remitimos el pasado 

27 de octubre de 2020. 

• DECRETO 127/2020, de 25 de octubre, para la adopción de las medidas necesarias en el territorio 

de Cataluña durante la declaración del estado de alarma ante la situación de emergencia sanitaria 

provocada por el COVID.19. En virtud de las atribuciones conferidas por el Real Decreto-ley 

926/2020 dictado en el marco nacional se faculta a la consejera de Salud y al consejero de Interior 

para adoptar las resoluciones necesarias para hacer efectivas las medidas necesarias durante la 

declaración del estado de alarma en el territorio de Cataluña. 

• REAL DECRETO 929/2020, de 27 de octubre, sobre seguridad operacional e interoperabilidad 

ferroviarias. El presente Real Decreto desarrolla los requisitos en materia de seguridad del sistema 

ferroviario en su conjunto, incluida la gestión en condiciones de seguridad de las infraestructuras y 

de las operaciones de tráfico y la interacción entre las empresas ferroviarias, los administradores 

de infraestructuras y otros agentes, tanto del propio sistema ferroviario, como con los gestores de 

otras infraestructuras y con dicha finalidad establece disposiciones para garantizar el desarrollo y la 

mejora de la seguridad, así como la mejora del acceso al mercado de los servicios de transporte 

ferroviario. 

• RESOLUCIÓN SLT/2620/2020, de 25 de octubre, por la cual se adoptan medidas de salud pública, 

de restricción de movilidad nocturna, para la contención del brote epidémico de la pandemia de 
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COVID-19 en el territorio de Cataluña. Publicada en el DOGC el 25 de octubre de 2020, la Resolución 

adopta medidas de salud pública y de restricción de la movilidad nocturna, para la contención del 

brote epidémico de la pandemia de COVID-19 en el territorio de Cataluña. La presente Resolución 

está analizada en la Circular que les remitimos el pasado 27 de octubre de 2020. 

• RESOLUCIÓN SLT/2700/2020, de 29 de octubre, por la cual se prorrogan y se modifican las medidas 

en materia de salud pública para la contención del brote epidémico de la pandemia del COVID-19 

en el territorio de Cataluña. Publicada en el DOGC el 30 de octubre de 2020, la Resolución prorroga 

las medidas adoptadas en la Resolución SLT/2620/2020, de 25 de octubre.  

• ORDEN INT/1006/2020, de 29 de octubre, por la que se modifica la Orden INT/657/2020, de 17 de 

julio, por la que se modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes 

no imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por 

razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-

19. En virtud de la misma se denegará la entrada por motivos de salud pública toda persona nacional 

de un tercer país. 

A continuación, les relacionamos una serie de resoluciones judiciales y administrativas en el ámbito 

mercantil y laboral dictadas y/o publicadas durante el mes de octubre que consideramos de especial 

interés: 

• Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil. De fecha 14 de septiembre de 2020, N.º de Recurso 

272/2020, en relación a que sucede cuando no se impugnan los acuerdos de la junta, sino que se 

denuncia que no fueron correctamente ejecutados por el órgano de administración. La cuestión 

litigiosa era si el demandante había recibido o no la comunicación de la sociedad que le permitiría 

participar en la “operación acordeón” acordada en la junta, esto es, suscribir las participaciones que 

le correspondían en el aumento de capital simultáneo a la reducción. Lo que se discutió es si la 

comunicación de la sociedad – por carta certificada – fue recibida o no por el demandante y si la no 

recepción le era imputable. El juzgado y la audiencia coinciden en que el órgano de administración 

ejecutó correctamente el acuerdo adoptado por la junta y, por tanto, desestiman la demanda.  

El Tribunal falla que, a pesar de que las sentencias de instancia y audiencia puedan ser imprecisas 

en cuanto a la determinación de la fecha en que el empleado de correos acudió al domicilio del 

demandante, el acuerdo en cuestión indicaba que el administrador único de la sociedad enviaría a 

cada uno de los socios la información relativa a la ampliación. En esa decisión de la junta se 

establecía que el acuerdo se ejecutaría con el mero envío de la documentación necesaria, dado que 

los socios ya conocían que esa ampliación se iba a realizar. Los socios también sabían que contaban 

con un mes para suscribir esa ampliación y que debían comunicar su derecho de adquisición 

preferente por escrito. Por lo tanto, nada impedía al Sr. [_______] haber enviado su voluntad de 

suscribir la ampliación incluso antes de haber recibido la comunicación formal de la sociedad. Los 

pasos dados por la sociedad son los acordes con el contenido de los propios estatutos. Aunque la 

comunicación se haya hecho por un despacho de abogados, no por ello deja de ser una comunicación 

hecha por la sociedad puesto que el despacho remitente lo hace por mandato de la sociedad. 

Además, ese mismo despacho era el que había intervenido en la junta en la que se adoptaron los 

acuerdos. 

• Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo civil, de 13 de octubre de 2020, Rec. 4695/2017, sobre 

la procedencia de la extinción de un contrato de arrendamiento de local de negocio por jubilación 

del arrendatario. El presente litigio tiene origen en una demanda por la que se solicita la extinción 

del contrato de arrendamiento de local de negocio que vinculaba a las partes, por jubilación de la 

arrendataria. En primera instancia la pretensión fue estimada. Sin embargo, la arrendataria 
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interpuso recurso de casación, alegando como infringido el Real Decreto Ley 5/2013 de 15 de marzo, 

de medidas para el establecimiento de un sistema de jubilación gradual y flexible, el cual no ha 

alcanzado aún los cinco años de vigencia, pues la sentencia recurrida entiende que la jubilación 

activa no excluye la aplicación de la Disposición Transitoria 3ª LAU 1994. 

El Tribunal establece que la jurisprudencia anterior a la vigencia del RDLey 5/2013 se refería a que 

la jubilación del arrendatario determina la extinción del contrato de arrendamiento 

independientemente de que aquel continúe al frente de la actividad empresarial o comercial 

realizada en el local comercial. Esta doctrina se refiere a los supuestos fraudulentos en que, 

producida una jubilación total, se continuaba con la actividad, lo que desde luego no podía significar 

beneficio alguno para el arrendatario infractor. Pero precisamente esa doctrina, bajo la situación 

creada por la nueva norma, significa a contrario sensu que, cuando se prolonga legalmente la 

actividad, no se da la causa de extinción del arrendamiento; extinción que imposibilitaría en la 

práctica la prolongación de actividad en las mismas condiciones contempladas por el RDL 5/2013.  

En este sentido de nada serviría al arrendatario acceder a una jubilación parcial, al amparo de una 

norma que le permite continuar en ejercicio de la actividad con determinadas condiciones, cuando 

ello significaría la extinción del contrato de arrendamiento sobre el local en que se ejerce la 

actividad. En consecuencia, se estima el recurso de casación del arrendatario. 

• Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil, de fecha 22 de octubre de 2020 por el que se 

establece cuándo se inicia el cómputo del plazo de prescripción para exigir un crédito cuando 

acreedor y deudor han acordado que la deuda se incluiría en el pasivo de la herencia del deudor. Se 

analiza el hecho relativo a un documento suscrito por el causante, su hija y el marido de ésta, en el 

que se hacía constar que la hija de la causante y el marido  habían realizado obras de inversión de 

tal magnitud en una vivienda que había supuesto un incremento patrimonial de elevada cuantía, 

por lo que era deseo de la causante dejar constancia y reconocimiento del capital invertido por los 

cónyuges en el inmueble así como que se reconocieran las cantidades que se mencionaban en el 

documento como pasivo en su herencia. El juzgado considera que, acreditada la realización de las 

obras y que había sido abonadas por la hija de la causante y su esposo, resulta de aplicación el art. 

1063 CC en relación con la herencia de la causante por ser la titular del bien inmueble objeto de 

mejora. 

La Audiencia, sin embargo, consideró prescrito el crédito del matrimonio porque había transcurrido 

más de 15 años desde que se generó hasta que se reclamó, al considerar que en el momento del 

fallecimiento de la causante la deuda a que se refiere el documento de 1990 había prescrito.  

El Supremo casa la sentencia de la Audiencia y da la razón al juzgado estableciendo que conforme 

al artículo 1969 del CC "el tiempo para la prescripción de toda clase de acciones, cuando no haya 

disposición especial que otra cosa determine, se contará desde el día que pudieran ejercitarse". 

Para que empiece a correr el plazo de la prescripción es preciso, por tanto, no solo que la pretensión 

haya nacido, sino también que sea jurídicamente exigible. Cuando, por acuerdo de las partes, la 

exigibilidad de un crédito se somete a término, el momento inicial del cómputo de la prescripción 

no puede situarse antes de que llegue el mismo, porque con anterioridad a ese momento la deuda 

no resulta exigible y, en la terminología del art. 1969 CC, la acción no podía ejercitarse. El Tribunal 

falla que, en el caso, en el documento se acordó que el crédito que se reconocía a favor de la hija y 

su marido se incluiría en el pasivo de la herencia de la madre, y , por lo tanto, se retrasó la facultad 

de exigir el cumplimiento al momento de su fallecimiento y posterior liquidación y partición de su 

herencia. Y, por lo tanto, hasta el fallecimiento de la madre deudora no podía computarse el plazo 

de prescripción.  
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• Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil, de fecha 19 de octubre de 2020, Resolución N.º 

540/2020, sobre si es contrario a los actos propios exigir judicialmente el pago de todas las cuotas 

pendientes de un préstamo cuando el prestamista a pesar de haber declarado el vencimiento 

anticipado por impago, continúa pasando al cobro las siguientes cuotas del préstamo en la cuenta 

bancaria del deudor, que las paga.  

El presente caso trata de una demanda de juicio ordinario que interpuso Franfinance contra una 

Comunidad de Propietarios por el incumplimiento del contrato de préstamo celebrado entre las 

partes.  

En el caso, el Tribunal establece que queda acreditado en la instancia que Franfinance, que pretende 

que se declare su derecho a cobrar íntegramente las cantidades correspondientes a las cuotas 

pendientes del préstamo, procedió, después de haber declarado el vencimiento anticipado del 

contrato, a girar en la cuenta de la Comunidad de Propietarios varios recibos mensuales a medida 

que se iba produciendo su vencimiento según el contrato. También ha quedado acreditado que la 

Comunidad pagó tales cuotas. Determina, asimismo, que no consta en la sentencia recurrida como 

hecho probado la existencia del acuerdo verbal de rehabilitación del préstamo al que se refiere la 

Comunidad, si bien hay que observar que, si así fuera, el paso al cobro de las cuotas que van 

venciendo por parte de la financiera sería cumplimiento del nuevo acuerdo, y la exigibilidad de todas 

las cuotas pendientes sería contrario al acuerdo y no actos propios. 

Finalmente, la Sala considera que en el caso es aplicable la doctrina de los actos propios porque la 

reclamación judicial de todos los plazos pendientes del préstamo no es coherente con la conducta 

anterior de Franfinance del paso al cobro en la cuenta de la Comunidad de las cuotas 

correspondientes a once mensualidades consecutivas. La conducta de Franfinance fundó la legítima 

confianza de la Comunidad en que, si pagaba las cuotas mensuales que correspondían, de acuerdo 

con el contrato, a cada una de las cuotas que iban venciendo, no se le iban a imponer las 

consecuencias del vencimiento anticipado. En consecuencia, la reclamación de todas las cuotas 

pendientes por parte de Franfinance no guarda coherencia con la conducta mantenida anteriormente 

y, al no entenderlo así, la sentencia recurrida es contraria a la doctrina de los actos propios (art. 

1.7 CC) y debe ser casada. 

• Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, de fecha 13 de junio de 2019, por la que 

establece que es la Junta, no el Juez que ordenó la liquidación, la que debe aprobar el balance de 

liquidación, de conformidad con el artículo 390 de la Ley de Sociedades de Capital. La Audiencia 

entiende de una impugnación, por uno de los socios, de la liquidación y cancelación de una sociedad. 

Comienza diciendo que la intervención judicial se agota con el pronunciamiento consistente en la 

disolución judicial y apertura del proceso de liquidación, incluyendo el nombramiento, en su caso, 

del liquidador. Por tanto, en el caso de lo que se trata es de determinar qué sucede “cuando la 

sociedad (sus administradores, los liquidadores, o socios mayoritarios) incumplen su contenido y no 

acometen la ejecución del procedimiento liquidatario”.  

Establece que "Ello es así porque la resolución que declara la disolución y consiguiente apertura de 

la liquidación (en la que se procederá al nombramiento de liquidador, según el art. 128 LJV , y se 

ordenará la inscripción en el Registro Mercantil) no es una resolución de condena y como tal, en 

puridad procesal, no es susceptible de ejecución forzosa " [...]" Si así son las cosas, las alegaciones 

de la recurrida y las propias consideraciones de la sentencia respecto de la comunicación por parte 

del liquidador de sus actuaciones, o el sometimiento de sus decisiones a la consideración judicial, 

carecen de valor alguno. El juez que acordó la disolución, que podía llevar a efecto actuaciones de 

ejecución impropia, no debe velar por la corrección del proceso de liquidación, cuya realización 
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incumbe fundamentalmente al liquidador en la forma prevista en los arts. 383 y ss. LSC.". Además, 

establece que "las operaciones de liquidación no se ajustaron a las previsiones legales, y que el 

liquidador manifiesta que en lugar de someter el balance final y su gestión al control de la junta 

general, lo sometió al juez que acordó la disolución, lo que ya hemos dicho que no resulta posible." 

Por ello, la Audiencia establece que la cuestión estriba en determinar si el socio disconforme con la 

conducta del liquidador, y con el proceso de liquidación que condujo a la extinción de la sociedad, 

con la consiguiente cancelación de sus asientos, cuenta con una acción autónoma para revertir el 

proceso, si en él se han cometido irregularidades. Falla estableciendo que el artículo 390 de la LSC 

contempla expresamente la posibilidad de que los socios puedan impugnar el acuerdo aprobatorio 

del balance final, del informe completo sobre la operación de liquidación, y sobre el proyecto de 

división del activo resultante. Y que, por lo tanto, la junta general el órgano competente para 

aprobar o rechazar tales documentos, censurando así la actuación del liquidador. Por lo tanto, 

considera que "no existiendo previsión legal expresa en contrario, resultarán aplicables las normas 

generales de la impugnación de los acuerdos sociales, previstas en los arts. 204 y ss. LSC, con su 

consiguiente adaptación a las peculiaridades de cada caso concreto." 

• Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Primera), de 11 de noviembre de 2020, 

por el que resuelve la cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social N.º3 de Barcelona, 

y falla que se modifica el cómputo de 90 días para despedir en un Expediente de Regulación de 

Empleo. El Juzgado de lo Social N.º3 de Barcelona planteó ante el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea cuestión prejudicial sobre la interpretación de la Directiva 98/59 en relación a lo que 

establece sobre el periodo de referencia de 30 o 90 días fijados para considerar la existencia de un 

despido colectivo siempre se ha de computar antes de la fecha en la que tuvo lugar el despido 

individual; (ii) si puede interpretarse – la misma directiva – en el sentido de que el periodo de 

referencia de 30 o 90 días fijados para considerar la existencia de un despido colectivo se puede 

computar después de la fecha en la que tuvo lugar el despido individual objeto de enjuiciamiento 

sin necesidad de que sean consideradas dichas extinciones posteriores fraudulentas; y (iii) si los 

periodos de referencia, igualmente de la Directiva 98/59 admiten una interpretación que permita 

tener en cuenta los despidos o extinciones ocurridas dentro de 30 o 90 días, ubicándose el despido 

objeto de enjuiciamiento dentro de dichos periodos”. 

Hasta la fecha, la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo entendía que el último párrafo del 

artículo 51.1 del Estatuto de los Trabajadores establecía una norma general en virtud de la cual el 

día del despido constituye el día final del plazo para las extinciones contractuales que se acuerden 

ese día y, al mismo tiempo, el día inicial para el cómputo del periodo delos 90 días siguientes. En 

términos generales, “el día en que se acuerda la extinción constituye el día final del cómputo del 

primer período de noventa días y el inicial del siguiente”. 

La presente sentencia, siguiendo el criterio el juzgado remitente, ha entendido que el período de 

referencia para determinar la existencia de un despido colectivo ha de calcularse computando todo 

el período de 30 o de 90 días consecutivos. En concreto, afirma que la plena eficacia de la Directiva 

se vería limitada “si fuera interpretada en el sentido de que los tribunales nacionales no pueden 

computar los despidos producidos antes o después de la fecha del despido individual impugnado a 

efectos de determinar si existe o no un despido colectivo”. 

Por todo lo anterior, el Tribunal falla que “debe interpretarse la Directiva 98/59 en el sentido de 

que, a efectos de apreciar si un despido individual impugnado forma parte de un despido colectivo, 

el periodo de referencia previsto en dicha disposición para determinar la existencia de un despido 

colectivo ha de calcularse computando todo periodo de 30 o 90 días consecutivos en el que haya 
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tenido lugar ese despido individual y durante el cual se haya producido el mayor número de despidos 

efectuados por el empresario por uno o varios motivos no inherentes a la persona de los 

trabajadores, en el sentido de esa misma disposición”. 

• Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Publica de fecha 23 de octubre de 

2020, sobre la convocatoria de la junta por uno o dos de los dos o tres administradores 

mancomunados. Se discute la validez de la convocatoria de junta de una SL hecha solo por dos de 

sus tres administradores mancomunados. En dicha junta se acuerda cesar a una de las 

administradoras (asunto no incluido inicialmente en el orden del día), quedando dos administradores 

que convocan posteriormente una nueva junta donde se cambia el sistema de gobierno para pasar 

a un administrador único. El registrador alega defecto en la convocatoria al no haberse hecho por 

los tres administradores mancomunados conjuntamente. 

La DGSJFP recuerda que en los casos de administración mancomunada es doctrina consolidada que 

han de convocar todos los administradores de manera conjunta, y no solo el número –menor– 

necesario para representar a la sociedad, pues se trata de una competencia interna, sin perjuicio 

de la posibilidad de incorporar a los estatutos una regla específica que permita la convocatoria por 

ese número menor. 

El recurrente sostiene que el posible defecto de convocatoria habría quedado subsanado al asistir a 

la reunión el representante de la otra administradora y socia, que no formuló oposición por ese 

motivo, en aplicación de la doctrina de la sentencia del TS, 424/2019, de 16 de julio de 2019, donde 

se consideró que la presencia en la junta de todos los administradores, tanto los convocantes como 

los no convocantes, sin haber hecho objeción, “constituye un inequívoco acto concluyente de 

conformidad con la convocatoria, con lo que la finalidad legal de que la misma se hiciera por la 

totalidad del órgano de administración quedó cumplida, en cuanto se hizo con la conformidad de 

todos ellos”. 

Sin embargo, en este caso, dice la DG que, aunque en la misma persona coincidan la condición de 

administradora y socia, del acta de la junta resulta claro que no asistió personalmente sino mediante 

representante: la administración no puede ser ejercida por representante, por eso, el socio 

administrador que otorga poder para una junta, lo hace como socio, no como órgano de la sociedad. 

Así pues, la presencia del representante, por si sola, no convalida la conformidad con la 

convocatoria. Además, tampoco puede considerarse que la junta tuviera el carácter de universal y 

que tampoco resulta del acta de la junta la voluntad unánime de constituirse en junta universal, ni 

se incluye por unanimidad el nuevo punto del orden del día referido al cese de la tercera 

administradora mancomunada. 

La DGSJFP recuerda que, sobre la base de los principios de buena fe y de congruencia con los actos 

propios, la jurisprudencia había venido negando la legitimación para impugnar acuerdos de socios 

que, sin haber hecho la oportuna denuncia al abrirse la sesión, consintieran la celebración de la 

junta. En la práctica, supondría una especie de convalidación de la junta defectuosamente 

convocada. Con esta base, el art. 206.5 LSC (introducido por la Ley 31/2014, de 3 de diciembre) 

establece la pérdida de legitimación para impugnar de quien, habiendo tenido la ocasión de 

denunciar en el momento oportuno los “defectos de forma en el proceso de adopción del acuerdo”, 

no lo hubiera hecho. Según la DGSJFP, aunque habla de defectos de forma, no hay razón para 

excluir todo lo relacionado con la convocatoria, incluyendo la autoría, la forma, el plazo o el 

contenido. 

En este caso, expresamente se recoge en el acta de la primera junta que ningún asistente presentó 

protesta o reserva alguna a la declaración de su válida constitución hecha por el presidente. 
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Tampoco en la posterior junta el representante de la socia planteó reparo alguno por razón de la 

convocatoria, aunque la validez de la misma dependiera del previo cese de la misma como 

administradora en la junta de octubre. Añade, en la misma línea, que el hecho de que la socia hiciera 

uso de su derecho de separación (por haberse modificado el régimen de transmisión mortis causa 

de las participaciones sociales -art. 346.2 LSC-) es muestra de su aceptación de la validez de dicha 

junta. Por tanto, la DGSJFP estima el recurso y revocar la calificación. 

• Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Publica de fecha 22 de octubre de 

2020, sobre la convocatoria de la junta por el único administrador mancomunado que queda vivo. 

Se debate si se puede inscribir el acuerdo social relativo al cambio de estructura del órgano de 

administración de una sociedad, en favor de administración única, adoptado en Junta General 

convocada al efecto por el único administrador mancomunado existente, ante el fallecimiento del 

otro. 

A este respecto, la resolución de 23 de julio de 2019 señaló que la posibilidad de destitución de los 

administradores (aun cuando no conste en el orden del día) lleva consigo la de nombrar a quienes 

hayan de sustituirlos en determinados supuestos, en particular, cuando el acuerdo de cese de cargos 

dejase a la sociedad sin administradores al frente del órgano de gobierno, para evitar la paralización 

de la vida social, pero no cambiar la estructura del órgano de administración sin que figure este 

extremo en el orden del día. 

Sin embargo, la DGSJFP confirma que el hecho de que cualquiera de los administradores que 

permanezcan en el ejercicio del cargo puedan convocar la junta general para el nombramiento de 

administradores, incluso sin figurar en el orden del día, con ese único objeto (con la finalidad de 

evitar la paralización de la compañía), de manera que una vez cubierta la vacante del administrador 

fallecido puedan ya convocar conforme a las reglas generales un orden del día más amplio, no debe 

impedir que, cumpliendo los requisitos generales de convocatoria y respetando el derecho 

información a través de la fijación del orden del día, pueda adoptarse el cambio de estructura del 

órgano de administración a favor del sistema de administrador único, cuando lo que se pretende es 

precisamente no suplir la vacante. 

• Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Publica de fecha 19 de octubre de 

2020, por la que se deniega el depósito de las cuentas anuales del ejercicio 2019 estando el registro 

cerrado por falta de depósito de las correspondientes al ejercicio anterior. La DGSJFP desestima el 

recurso atendiendo a la constante doctrina de la dirección general. Aun cuando la sociedad no 

hubiera realizado actividad mercantil alguna al cierre del primer ejercicio, subsistiría su obligación 

de presentar los documentos contables en el Registro Mercantil competente, y sólo cambiaría su 

contenido. La ley autoriza, expresamente, a que la fecha de comienzo de la actividad pueda ser, 

por disposición estatutaria, una posterior a la fecha de la escritura de constitución (artículo 24 de la 

LSC); lo que no autoriza, en ningún caso, es que la fecha de comienzo de operaciones quede en 

suspenso a voluntad de la sociedad a efectos del cumplimiento de una obligación legal como es el 

depósito de las cuentas anuales.  

Existía por tanto una obligación legal incumplida que trajo como consecuencia el cierre registral, 

debiendo subsistir dicho cierre, por disposición legal, mientras el incumplimiento persista.  

• Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Publica de fecha 14 de octubre de 

2020, sobre la reelección de un cargo caducado no tiene efecto retroactivo. En el presente supuesto, 

se rechaza la inscripción del acuerdo aprobado por la junta de una SA por el que se renueva el cargo 

de la administradora única, con efectos retroactivos (desde el 1 de julio de 2018) “habida cuenta 

que su cargo se encontraba caducado desde la fecha referida”. EL Registrador entiende que sólo 
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puede inscribirse el nombramiento desde la fecha de la junta (2 de mayo de 2020) y no con efectos 

retroactivos como se pretende en el acuerdo. 

La DGSJFP señala que la reelección, aunque suponga de hecho una continuidad en el cargo, implica 

un previo cese y no supone prorrogar sino nombrar de nuevo, debiendo cumplirse los mismos 

requisitos que cualquier otro nombramiento. Concluye que la fecha de inscripción de la reelección 

únicamente puede ser la del acuerdo adoptado por la junta en que se decide ese nuevo 

nombramiento de la administradora con cargo caducado, “todo ello con independencia de la eficacia 

que, en el ámbito no amparado por la publicidad registral, pueda derivarse del acuerdo también 

adoptado por la misma junta general de convalidación y aprobación de todos los actos que haya 

efectuado la administradora desde la fecha de caducidad de su cargo hasta ese momento”. 

• Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Publica de fecha 9 de octubre de 2020, 

por la que se confirma la calificación negativa del Registrador a inscribir una Escritura Pública de 

Fusión por Absorción.  

El primero de los dos defectos que mantiene el Registrador consiste en que, a su juicio, no puede 

inscribirse el aumento del capital social de la sociedad absorbente porque, en la cifra resultante, 

éste no queda cubierto por el patrimonio de dicha sociedad tras la fusión. La DGSJFP entiende que 

esta objeción debe ser confirmada, pues no es sino consecuencia del principio de realidad del capital 

social, según el cual es nula la creación de participaciones que no respondan a una efectiva 

aportación patrimonial a la sociedad y no cabe crear participaciones por una cifra inferior a la de su 

valor nominal. Continúa afirmando que, en las fusiones y escisiones, para que sean viables se exige 

legalmente la necesaria cobertura de la cifra de capital para la sociedad resultante o beneficiaria ex 

artículo 34.3 de la Ley 3/2009 y sin perjuicio de que la necesidad del informe del experto quede 

dispensada cuando ninguna de las sociedades que participen en la fusión sea anónima o en atención 

en ciertos supuestos de fusiones y escisiones “simplificadas”. 

El segundo defecto invocado por el Registrador se refiere a la falta de constancia de la fecha de 

comunicación del acuerdo de fusión a los acreedores. La DGSJFP afirma que es indudable que la 

escritura debe recoger la manifestación relativa a la fecha en que se ha llevado a cabo la última 

comunicación a los acreedores, único modo de que el Registrador pueda verificar que la preceptiva 

manifestación relativa a la inexistencia de oposición a que se refiere el propio artículo 227.2. 2.ª del 

RRM se acomoda a las previsiones legales.  

Para la DGSJFP procede en consecuencia la confirmación del defecto. 

• Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Publica de fecha 23 de octubre de 

2020, por la que se establece que es necesario que consten en la certificación los nombres de los 

consejeros asistentes a la reunión. La DGSJFP recuerda la necesidad de que conste en la certificación 

la identidad de los miembros del consejo de administración concurrentes a la sesión en que se 

adoptaron tales acuerdos -para su contraste con el contenido de los libros del Registro-, no siendo 

suficiente la referencia a que “concurrieron la totalidad de los miembros del Consejo de 

Administración, de acuerdo con la Lista de Asistentes que figura al comienzo de la propia Acta” (art. 

112.2 RRM en relación con el art. 97.1.4ª RRM).   
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IV. RESEÑA DE INTERÉS: VENTA DE UNIDADES PRODUCTIVAS EN SEDE CONCURSAL PREVIA 

DECLARACIÓN EN CONCURSO DE ACREEDORES DE LA EMPRESA VENDEDORA 

1. Antecedentes 

La venta de Unidades Productivas (en adelante “UP”) en sede concursal resultó ser una vía que permitió 

salvar muchas actividades empresariales en la anterior crisis (entre los años 2008 a 2014) y los 

Juzgados Mercantiles de Barcelona jugaron un papel muy relevante durante dicha etapa publicando 

protocolos que regulaban los procesos de venta que permitieron salvar muchas empresas (por ejemplo 

Cacaolat entre las más relevantes) y que además a posteriori fueron incorporados a la Ley Concursal 

en varias de sus reformas, extendiéndose dichos procesos a todo el territorio nacional. 

La venta de UP en sede concursal se ha demostrado como una vía para adquirir actividades viables y 

rentables que no pueden subsistir por el alto endeudamiento que en muchas ocasiones tienen asociada, 

permitiendo la Ley Concursal que potenciales adquirentes puedan pujar en procesos de venta públicos 

y adquirir dichas UP sin la deuda asociada (salvo deuda laboral y de la seguridad social). El Real Decreto 

Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal (en 

adelante el “TRLC”) ha venido además a aportar seguridad jurídica en dichos procesos de venta puesto 

que ha clarificado que la sucesión de empresa a efectos laborales y de la seguridad social (esto es la 

deuda que el adquirente de la UP debe asumir por ley) abarcará únicamente la asociada a los 

trabajadores efectivamente traspasados y no toda la deuda laboral y de la seguridad social de la 

empresa como venía interpretando gran parte de nuestros tribunales. 

2. Situación actual 

Todos los organismos oficiales coinciden en que se producirá una avalancha de concursos de acreedores 

cuando finalice la actual moratoria dictada por el Gobierno (suspensión de la obligación de solicitar el 

concurso de acreedores de los deudores insolventes hasta el 31 de diciembre de 2020, prorrogado esta 

semana hasta el 14 de marzo de 2021) y que muchas empresas no podrán superar la crisis que ha 

generado la pandemia, en especial en aquellos sectores que se han visto muy afectados por las 

restricciones impuestas para mitigar la transmisión del virus, generándose una gran pérdida de tejido 

empresarial y de puestos de trabajo. 

A la vista de lo anterior, los Jueces de lo Mercantil de Barcelona llevan preparando desde mayo de 2020 

un protocolo de venta de UP en sede concursal que venga a incorporar a nuestro ordenamiento jurídico 

la figura del “pre pack”. El “pre pack” es una institución pre concursal regulada en el Reino Unido y los 

Países Bajos en virtud de la cual, una empresa antes de ser declarada en concurso de acreedores lleva 

a cabo un proceso de venta de su UP tutelada por un experto independiente designado por el Juzgado 

competente del futuro concurso. El objetivo es poder transmitir la UP antes de que se produzca el 

deterioro de la misma, buscando maximizar el precio para el beneficio de los acreedores, por un lado, 

y la continuidad de la actividad y de los puestos de trabajo por el otro, tratando así de no destruir tejido 

empresarial. 

3. Caso concreto de venta de UP 

Pues bien, sentado lo anterior, el pasado 30 de octubre de 2020 el Juzgado de lo Mercantil núm. 7 de 

Barcelona dictó un Auto pionero en nuestro país en el que se adjudicaba las unidades productivas 

titularidad de las mercantiles CRAIL, S.L. y LINGUISTICS SYSTEMS INSTITUTE, S.L. (en adelante las 

“Concursadas”) (cuya actividad radica en la enseñanza de la lengua inglesa con 1.000 alumnos 

matriculados) a una escuela internacional de idiomas americana. 
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Hasta aquí todo normal, pero la gran novedad de esta operación de venta de UP en sede concursal ha 

consistido en la celeridad en la que el Juzgado ha adjudicado dichas UP al adquirente, dictándose el 

Auto de adjudicación en tan solo 4 días después desde que se hubiera declarado el concurso de 

acreedores de las dos Concursadas, consiguiendo con ello que la actividad desarrollada no se viera 

afectada por el deterioro de la actividad que todo concurso de acreedores suele generar en las empresas 

concursadas. 

El sistema empleado por el Juzgado ha consistido en la aplicación de la institución “pre pack” con la 

gran singularidad de que dicha institución no se encuentra regulada en nuestro ordenamiento jurídico y 

en especial en el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley Concursal (en adelante el “TRLC”). El Juzgado con anterioridad (esto es no habiendo sido 

declarado el concurso de las ahora Concursada) había dictado un Auto en el que acogía la comunicación 

de la situación pre concursal de las Concursadas y designaba un experto independiente que debía pilotar 

el proceso de venta que debía someterse a unos estándares mínimos de publicidad y transparencia, 

todo ello en una fase pre concursal. 

Todo ello ha permitido que la actividad desarrollada por las Concursadas continúe y se ha conseguido 

transmitir la actividad de forma urgente, permitiendo con ello salvar puestos de trabajo y no perjudicar 

a los 1.000 alumnos matriculados en dichas escuelas. 

4. Conclusiones  

Esta primera operación de venta concursal bajo la institución “pre pack” es una auténtica novedad en 

nuestro país y como apuntábamos puede suponer una fórmula que permita salvaguardar tejido 

empresarial ante la avalancha de concursos de liquidación y cierre que se pronostican. 

Los Jueces Mercantiles de Barcelona están a punto de hacer público un Protocolo de venta de UP bajo 

este sistema “pre pack” con el fin de tratar de salvaguardar tejido empresarial por medio de la salvación 

de miles de empresas y de los puestos de trabajo asociados a éstas bajo el argumento que el TRLC no 

prohíbe dicho sistema de venta pre concursal y por lo tanto en aplicación del principio jurídico de lo que 

no está expresamente prohibido está permitido. 

Ya se ha alcanzado un acuerdo con el Departamento Industria de la Generalitat de Catalunya para que 

sea éste quién publicite a través de sus canales de comunicación las UP en venta, habiéndose publicado 

ya dicho acuerdo y protocolo de publicidad de venta de UP productivas en sede concursal. 

Si entre todos los agentes que participan en estos procesos de venta de UP se consigue salvaguardar 

los derechos jurídicos de todas las partes implicadas y se consigue articular un proceso de venta que 

permita vender estas UP de forma ágil, garantizando la transparencia e igualdad de oportunidades de 

los participantes, como parece que ha ocurrido en el proceso de venta expuesto, la fórmula del “pre 

pack” debería ser aceptada por las instancias judiciales superiores y consolidarse en nuestro 

ordenamiento jurídico como la vía para salvar empresas en tiempos de crisis. 
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V. CALENDARIO FISCAL: NOVIEMBRE 

 

 

2 de noviembre  

NIF 

• Tercer trimestre 2020. Cuentas y operaciones cuyos titulares no han facilitado el NIF a las entidades 

de crédito: 195 

DECLARACIÓN INFORMATIVA DE ACTUALIZACIÓN DE DETERMINADOS MECANISMOS 

TRANSFRONTERIZOS COMERCIALIZABLES 

• Tercer trimestre 2020: 235 

CUENTA CORRIENTE TRIBUTARIA 

• Solicitud de inclusión para el año 2021: CCT  

La renuncia se deberá formular en el modelo de “solicitud de inclusión/comunicación de renuncia al 

sistema de cuenta corriente en materia tributaria” 

5 de noviembre  

RENTA 

• Ingreso del segundo plazo de la declaración anual de 2019, si se fraccionó el pago: 102 

20 de noviembre  

RENTA Y SOCIEDADES 

Retenciones e ingresos a cuenta de rendimientos del trabajo, actividades económicas, premios y 

determinadas ganancias patrimoniales e imputaciones de renta, ganancias derivadas de acciones y 

participaciones de las instituciones de inversión colectiva, rentas de arrendamiento de inmuebles 

urbanos, capital mobiliario, personas autorizadas y saldos en cuentas. 

• Octubre 2020. Grandes empresas: 111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 230 
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IVA 

• Octubre 2020. Declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias: 349 

• Octubre 2020. Operaciones asimiladas a las importaciones: 380 

IMPUESTO SOBRE LAS PRIMAS DE SEGUROS 

• Octubre 2020: 430 

IMPUESTOS ESPECIALES DE FABRICACIÓN 

• Agosto 2020. Grandes empresas: 561, 562, 563 

• Octubre 2020: 548, 566, 581 

• Tercer trimestre 2020. excepto grandes empresas: 561, 562, 563 

Declaración de operaciones por los destinatarios registrados, representantes fiscales y receptores 

autorizados: 510 

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE LA ELECTRICIDAD 

• Octubre 2020. Grandes empresas: 560 

IMPUESTOS MEDIOAMBIENTALES 

• Tercer trimestre 20120 Pago fraccionado: 583 

30 de noviembre  

IVA 

• Octubre 2020. Autoliquidación: 303 

• Octubre 2020. Grupo de entidades, modelo individual: 322 

• Octubre 2020. Grupo de entidades, modelo agregado: 353 

• Solicitud de inscripción/baja. Registro de devolución mensual: 036 

• Solicitud aplicación régimen de deducción común para sectores diferenciados para 2020: sin 

modelo  

• SII. Opción o renuncia por la llevanza electrónica de los libros registro: 036 

• SII. Comunicación de la opción / renuncia por la facturación por los destinatarios de las operaciones 

o terceros: 036 

DECLARACIÓN INFORMATIVA DE OPERACIONES VINCULADAS Y DE OPERACIONES Y 

SITUACIONES RELACIONADAS CON PAÍSES O TERRITORIOS CALIFICADOS COMO PARAÍSOS 

FISCALES 

• Año 2019: Entidades cuyo período impositivo coincida con el año natural: 232 

Resto de entidades: en el mes siguiente a los diez meses posteriores al fin del período impositivo. 

IMPUESTOS MEDIOAMBIENTALES  

• Año 2019. Autoliquidación: 583 

• Año 2020: Autoliquidación anual por cese de actividad: 588 
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Esta Circular Informativa no contiene una información exhaustiva y completa para la toma de ninguna 

decisión, asimismo tampoco constituye la prestación de un servicio de asesoramiento legal, fiscal o de 
cualquier otra clase. Por ello, no debe tomarse ninguna decisión sin la consulta previa, personal y 
directa, al profesional que corresponda. En otro caso, toda responsabilidad recaerá, única y 
exclusivamente, en quien hubiera tomado cualquier decisión en base a la mera información de esta 
Circular Informativa. 


